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Resumen
 
El trabajo examina la incorporación del contrato electrónico en el derecho civil pe-
ruano, dentro del contexto del comercio electrónico y la transformación digital. Se 
sitúa en un marco jurídico y tecnológico que vincula el desarrollo de Internet, las te-
lecomunicaciones y la actividad económica digital. El contenido se organiza en tres 
capítulos. El primero presenta el marco teórico. Describe la evolución del comercio 
electrónico, sus definiciones, características y clasificación. Expone los sujetos que 
intervienen en las transacciones digitales y revisa el desarrollo del comercio electró-
nico en el Perú. Incluye el análisis del marco normativo vigente, con énfasis en la fir-
ma digital y los documentos electrónicos, así como referencias al derecho compara-
do. El segundo capítulo desarrolla el diseño metodológico. Contiene el planteamiento 
del problema, la formulación, la justificación, los objetivos y la hipótesis. Precisa las 
variables y los métodos de investigación empleados, con enfoque descriptivo y do-
cumental. El tercer capítulo aborda la verificación de la hipótesis mediante análisis 
jurídico-doctrinal. Se describe el proceso de contrastación de variables dentro del 
marco normativo estudiado. Finalmente, el trabajo incluye conclusiones, recomen-
daciones y un proyecto de ley orientado a la regulación del contrato electrónico en el 
Código Civil peruano.
 
Palabras clave: 
Derecho civil; Comercio electrónico; Contratos; Firma electrónica; Legislación.

Abstract

This paper examines the incorporation of the electronic contract into Peruvian civil 
law within the context of e-commerce and digital transformation. It is situated wi-
thin a legal and technological framework that links the development of the Internet, 
telecommunications, and digital economic activity. The content is organized into 
three chapters. The first chapter presents the theoretical framework. It describes 
the evolution of e-commerce, its definitions, characteristics, and classification. It 
outlines the parties involved in digital transactions and reviews the development of 
e-commerce in Peru. It includes an analysis of the current regulatory framework, 
with emphasis on digital signatures and electronic documents, as well as references 
to comparative law. The second chapter develops the methodological design. It con-
tains the problem statement, formulation, justification, objectives, and hypothesis. 
It specifies the variables and research methods employed, with a descriptive and 
documentary approach. The third chapter addresses hypothesis testing through le-
gal-doctrinal analysis. The process of contrasting variables within the studied regu-
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latory framework is described. Finally, the paper includes conclusions, recommen-
dations, and a draft bill aimed at regulating the electronic contract in the Peruvian 
Civil Code.

Keywords: 
Civil law; Electronic commerce; Contracts; Electronic signature; Legislation.

Resumo

O trabalho examina a incorporação do contrato eletrônico no direito civil peruano, no 
contexto do comércio eletrônico e da transformação digital. Situa-se em um marco 
jurídico e tecnológico que vincula o desenvolvimento da internet, das telecomuni-
cações e da atividade econômica digital. O conteúdo está organizado em três capítu-
los. O primeiro capítulo apresenta o referencial teórico. Descreve a evolução do co-
mércio eletrônico, suas definições, características e classificação. Expõe os sujeitos 
que intervêm nas transações digitais e revisa o desenvolvimento do comércio eletrô-
nico no Peru. Inclui a análise do marco normativo vigente, com ênfase na assinatura 
digital e nos documentos eletrônicos, bem como referências ao direito comparado. 
O segundo capítulo desenvolve o desenho metodológico. Contém a formulação do 
problema, a justificativa, os objetivos e a hipótese. Especifica as variáveis e os mé-
todos de pesquisa empregados, com abordagem descritiva e documental. O terceiro 
capítulo aborda a verificação da hipótese por meio de análise jurídico-doutrinária. 
Descreve-se o processo de contrastação das variáveis dentro do marco normativo 
estudado. Finalmente, o trabalho inclui conclusões, recomendações e um projeto de 
lei voltado à regulamentação do contrato eletrônico no Código Civil peruano.

Palavras-chave: 
Direito civil; Comércio eletrônico; Contratos; Assinatura eletrônica; Legislação.
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El surgimiento del comercio electrónico responde a la necesidad 
tanto de las empresas como de la administración de optimizar el uso 
de las tecnologías informáticas y adoptar mecanismos más eficientes 
en la aplicación de herramientas digitales, fortaleciendo así la interac-
ción entre proveedores y clientes. En este contexto, sus primeras mani-
festaciones se remontan al ámbito empresarial, específicamente en las 
relaciones business to business (B2B), a partir de la implementación del 
Intercambio Electrónico de Datos (EDI), que permitió automatizar ope-
raciones como el envío de pedidos, el intercambio de información co-
mercial, la gestión de entregas y los procesos de pago. Por su parte, el 
comercio electrónico orientado al consumidor no constituye un fenóme-
no reciente, ya que desde hace tiempo se emplean instrumentos como 
los cajeros automáticos y las tarjetas de crédito, a través de los cuales 
se realizan transacciones que, en esencia, forman parte de este entorno 
digital.

El comercio electrónico en el Perú en los últimos se ha convertido   
en el medio más requerido por los usuarios para satisfacer sus necesida-
des diarias; sin el embargo, la legislación peruana aun no previsto dentro 
de marco legal protección jurídica a los usuarios de negociones a través 
de medios electrónicos, razón por cual urge legislar sobre este asunto a 
fin asegurar el desempeño de las prestaciones y servicios que son con-
tratados a través de medios electrónicos. Asimismo, generar seguridad y 
certeza jurídica en el tráfico mercantil electrónico a afectos de estable-
cer responsabilidad de carácter civil, administrativa y penal cada una las 
partes intervinientes en el caso de incumplimiento

Con el propósito de contribuir al análisis de esta problemática, el 
presente trabajo de investigación se estructura en diversos capítulos 
orientados a desarrollar el marco teórico, examinar la situación actual, 
identificar las principales dificultades y proponer alternativas de solu-
ción.
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Nuestra investigación contiene tres capítulos, el primer capítulo 
desarrolla el aspecto teórico del tema investigado, aquí se muestra la 
noción y características del comercio electrónico, el contrato electróni-
co; así como se analiza la protección jurídica del consumidor en el comer-
cio electrónico. De la misma forma se analiza la legislación peruana refe-
rente a negociones electrónicas; así como las funciones del estado frente 
al problema planteado, finalizando con el análisis de las experiencias in-
ternacionales respecto al contrato electrónico en el derecho comparado. 

En el capítulo II denominado diseño metodológico  se  efectúa el 
planteamiento de problema describe  la realidad  existente, a  partir  de  
lo cual  se  plantea  la  problemática, se  fundamenta  las  razones  de la 
investigación, se  plantean los objetivos generales y específicos; así  mis-
mo,  se  plantea  la hipótesis  respectiva, la  cual guía y  orienta  la  presen-
te  investigación, se identifican las  variables y  el tipo de investigación, 
así  como  los  métodos  a  emplear.

En el capítulo III Titulado probanza de la hipótesis, se realizó la con-
tratación de la hipótesis general de la investigación; así como, se realiza 
la verificación de las variables. Para finalizar, se determina las respecti-
vas conclusiones y recomendaciones, así como se plantea la propuesta 
de lege ferenda sobre el tema en estudio.





Capítulo 
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MARCO TEÓRICO
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El comercio electrónico

Evolución de la internet y el comercio electrónico

Desde sus inicios, Internet ha generado una transformación pro-
funda en el ámbito de las comunicaciones, al permitir la interacción en-
tre personas ubicadas en cualquier parte del mundo con costos reduci-
dos, ampliando así las posibilidades de acceso, intercambio y desarrollo 
en múltiples ámbitos. Este avance no ha sido inmediato, sino que res-
ponde a un proceso evolutivo que se ha consolidado a lo largo de diver-
sas etapas.

En ese contexto, el desarrollo de dichas etapas no se aborda úni-
camente desde una perspectiva histórica, sino con la finalidad de propi-
ciar una reflexión en los distintos actores involucrados, tanto entidades 
públicas como privadas y particulares, las que actualmente participan 
en el comercio electrónico. De este modo, se busca que cada uno identi-
fique su nivel de inserción en este entorno y, a partir de ello, determine 
los retos que debe asumir para adaptarse adecuadamente a los cambios 
derivados de su crecimiento y consolidación.

1.	 Primera etapa: 

La etapa inicial en el desarrollo de Internet comprende desde sus 
orígenes hasta el momento en que comenzó a ser utilizada por empresas 
con fines comerciales. Desde inicios de la década de 1960, universidades 
y entidades gubernamentales de Estados Unidos impulsaron la creación 
de una red capaz de transmitir información digital fragmentada entre 
distintos puntos, mediante un sistema descentralizado que garantizara 
mayor eficiencia y seguridad en la comunicación.

Hacia finales de los años sesenta se implementó ARPANET, una red 
que inicialmente conectaba a cuatro universidades en Estados Unidos. 



| 21 | DERECHO CIVIL 2.0

Con el tiempo, se incorporaron nuevas instituciones y, de manera parale-
la, se desarrollaron aplicaciones destinadas a mejorar su funcionamien-
to. En este contexto, en 1972 se introdujo el correo electrónico como una 
de las primeras herramientas de comunicación digital.

Como resultado de esta etapa, se logró la unificación de estánda-
res y protocolos técnicos que permitieron la interconexión de distintas 
redes, sentando así las bases para el desarrollo posterior de Internet.

2.	 Segunda etapa:

Esta fase se distingue por la limitada disponibilidad de herramien-
tas tecnológicas eficaces para el desarrollo de actividades en la red. 
Aunque existían diversas aplicaciones, no se contaba aún con programas 
estandarizados ni suficientemente confiables. Además, fuera de los ám-
bitos académico y gubernamental, las posibilidades de interacción co-
mercial eran reducidas, los mecanismos de seguridad resultaban básicos 
y la infraestructura de acceso a Internet aún se encontraba en una etapa 
incipiente.

En este contexto, tanto grandes como pequeñas empresas opera-
ban en condiciones relativamente similares, lo que permite calificar este 
período como una etapa de carácter “democrático”. La ausencia de he-
rramientas avanzadas para la creación de páginas web o de motores de 
búsqueda hacía que, al realizar consultas en la red, las empresas apare-
cieran en un mismo nivel de visibilidad, sin mayores diferencias en cuan-
to a posicionamiento o alcance.

De esta manera, factores como la iniciativa y la creatividad se 
convertían en elementos determinantes para incursionar en el entorno 
digital, constituyendo los principales requisitos para participar en este 
nuevo espacio de interacción.
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En esta etapa, Internet no era percibido como un medio con poten-
cial comercial relevante, ya que su uso se limitaba principalmente a la di-
fusión de información previamente existente, como catálogos, folletos o 
reportes institucionales trasladados al entorno digital. Aunque algunas 
empresas comenzaban a exhibir sus productos en línea, las transaccio-
nes comerciales no se concretaban a través de la red, siendo necesario 
recurrir a canales tradicionales como la atención presencial, el teléfono 
o el fax. Asimismo, su utilización se concentraba fundamentalmente en 
instituciones académicas y entidades gubernamentales, mientras que, 
en menor medida, algunos proveedores de acceso ofrecían el servicio a 
usuarios particulares o empresas que lo empleaban principalmente para 
publicar información o comunicarse mediante herramientas como el co-
rreo electrónico.

En este contexto, las limitaciones de Internet como instrumento 
eficaz para el desarrollo de actividades comerciales resultaban eviden-
tes, lo que restringía su aprovechamiento como canal de intercambio 
económico.

3.	 Tercera etapa:

A partir de mediados de la década de 1990 se inicia una nueva eta-
pa en el desarrollo de Internet, caracterizada por un notable avance tan-
to en el hardware como en el software, lo que permitió la incorporación 
de interfaces gráficas más amigables, así como mejoras en la velocidad 
y en los niveles de seguridad. Estos progresos hicieron posible, por pri-
mera vez, una interacción más dinámica y efectiva entre los usuarios a 
través de la red.

En este contexto, los motores de búsqueda alcanzaron un mayor 
grado de sofisticación y se amplió la oferta de servicios en línea  (como 
América Online o Compuserve), facilitando el acceso de un público más 
amplio a Internet. De este modo, la red dejó de estar restringida a ám-
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bitos académicos, gubernamentales o científicos, extendiéndose a la so-
ciedad en general y a las empresas, que comenzaron a utilizarla como un 
espacio para difundir, consultar y comparar información.

No obstante, pese a estos avances, Internet continuaba siendo 
empleada principalmente como un canal complementario de comuni-
cación, sin que se consolidara aún como un medio para el desarrollo de 
transacciones comerciales efectivas. Las dudas en torno a la seguridad 
de la información y a la rentabilidad del entorno digital limitaban su uti-
lización con fines económicos, lo que evidenciaba la necesidad de avan-
zar hacia una nueva fase en su evolución.

4.	 Cuarta etapa: 

Esta etapa se consolida a partir de 1995, fecha que puede consi-
derarse referencial, momento en el cual Internet experimenta un creci-
miento acelerado de carácter exponencial. Se amplía significativamente 
la infraestructura disponible, incrementándose los recursos y la veloci-
dad de acceso, a lo que se suman avances en el software que permiten 
incorporar elementos como sonido y movimiento, al tiempo que se for-
talecen los niveles de seguridad en las transacciones realizadas en la red.

En este contexto, diversas empresas comenzaron a aprovechar in-
tensivamente las posibilidades del entorno digital, entre las que desta-
can Yahoo!, que al principio fue concebida como un motor de búsqueda, y 
Amazon, que inició sus operaciones con la venta de libros, así como com-
pañías como Dell y Cisco, que contribuyeron a consolidar el uso comercial 
de Internet.

Para el año 1997, InterNIC (organismo encargado del registro de 
direcciones en la red) informó un crecimiento sostenido en la creación 
de sitios web, con la incorporación de nuevas páginas a un ritmo apro-
ximado de una por minuto. En consecuencia, sectores como el comercio 
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minorista, la publicidad, los servicios financieros y diversas actividades 
de compra y venta comenzaron a ocupar de manera masiva el espacio 
digital mediante la difusión de información en línea.

En esta fase, el comercio electrónico se consolida principalmente a 
través de tres líneas de desarrollo que reflejan distintas formas de incor-
poración de los agentes al entorno digital:

•	 Por un lado, se encuentran aquellas empresas que ya contaban 
con relaciones comerciales previas y que optan por trasladar 
parte de sus operaciones a la red, aprovechando las herra-
mientas tecnológicas para optimizar la eficiencia y dinamizar 
vínculos comerciales ya existentes.

•	 Por otro, destacan empresas y particulares con un perfil inno-
vador que comienzan a incursionar en transacciones en línea 
consideradas de bajo riesgo, explorando las posibilidades del 
comercio digital de manera progresiva.

•	 Finalmente, se identifican aquellos usuarios (empresas o per-
sonas) que utilizan Internet principalmente como fuente de 
información sobre bienes y servicios, y que, en determinados 
casos, dan inicio a operaciones comerciales a partir de dicha 
información.

5.	 Quinta etapa: 

La fase final se caracteriza por la consolidación plena del medio 
digital, en la que las limitaciones relacionadas con la capacidad, la velo-
cidad y la seguridad dejan de constituir obstáculos relevantes, aunque 
esta mejora no siempre sea percibida por el público en general. En este 
contexto, herramientas como Internet, Intranet y Extranet se emplean 
de manera estratégica para articular la comunicación entre proveedo-
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res, distribuidores y socios comerciales, mientras que los usuarios acce-
den a la red de forma habitual como parte de su vida cotidiana.

En cuanto al uso de Internet como canal de comercio, se advierte la 
desaparición del carácter inicialmente “democrático” del entorno digital. 
La participación de las empresas pasa a depender, en gran medida, de la 
disponibilidad de recursos, ya que el desarrollo de sistemas más comple-
jos, como las extranets que integran a grandes corporaciones con exten-
sas redes de proveedores, exigen inversiones significativas en términos 
económicos, tecnológicos y de capital humano.

En esta fase, son principalmente las grandes corporaciones las que, 
al buscar recuperar terreno en el entorno digital, ingresan con fuerza al 
mercado mediante importantes inversiones tanto en medios publicita-
rios tradicionales como en plataformas en línea.

Empresas como Amazon o CDNOW lograron posicionarse como 
líderes en ventas dentro de sus respectivos sectores; sin embargo, pos-
teriormente tuvieron que enfrentar la competencia de compañías con 
amplia experiencia en el comercio tradicional. En Estados Unidos, por 
ejemplo, cadenas como Barnes & Noble no solo mantienen su presencia 
física, sino que también han desarrollado canales de venta por Internet, 
con el objetivo de contrarrestar la pérdida de participación en el merca-
do frente a empresas que operan exclusivamente en línea.

A pesar de este escenario competitivo, un aspecto destacable es 
que la red conserva sus rasgos fundamentales de accesibilidad e inter-
conexión. En efecto, tanto empresas como individuos pueden acceder a 
este entorno y disponer de un espacio para ofrecer bienes y servicios, de 
modo que la posibilidad de contar con presencia en línea sigue siendo, 
en términos generales, similar tanto para grandes organizaciones con 
altos niveles de facturación como para emprendimientos que recién ini-
cian sus actividades con recursos limitados.
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Definición del comercio electrónico 

El comercio electrónico constituye actualmente un fenómeno que 
está transformando la manera en que se conciben los espacios donde 
se desarrollan las actividades empresariales y el funcionamiento de los 
mercados financieros. Su aparición y consolidación responden, en gran 
medida, al progreso de las tecnologías de la información que, a través de 
Internet y diversas herramientas digitales, facilitan la configuración de 
nuevas dinámicas de interacción comercial entre los distintos agentes 
económicos. Desde una perspectiva académica, el comercio electrónico 
presenta un carácter interdisciplinario, en tanto integra conocimientos 
provenientes de diversos campos del saber. En este sentido, su estructu-
ra se sostiene fundamentalmente en dos ejes esenciales: el componente 
tecnológico, que posibilita su operatividad, y el componente jurídico, 
que regula las relaciones y garantiza la seguridad de las transacciones 
realizadas en este entorno digital.

Definición doctrinaria: 

Malca (2001), señala que, en su acepción más básica, el comercio 
electrónico puede entenderse como toda operación comercial en la que 
las partes se relacionan a través de medios electrónicos, sin necesidad de 
contacto físico directo; y en un sentido más amplio, implica la utilización 
de tecnologías informáticas y de telecomunicaciones que facilitan y res-
paldan las transacciones de bienes y servicios, ya sea entre empresas, en-
tre estas y los consumidores, o incluso en sus interacciones con el Estado.

Para Torres & Guerra (2012), el comercio electrónico puede conce-
birse como el conjunto de operaciones de adquisición, comercialización 
e intercambio de bienes, servicios e información que se realizan median-
te Internet, configurando un entorno que amplía significativamente las 
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opciones para acceder a ofertas provenientes de proveedores ubicados 
en distintas partes del mundo.

Para comprender mejor el alcance del comercio electrónico, resul-
ta útil tomar en cuenta lo señalado por Fernández-Portillo et al. (2015), 
quienes lo describen como la adquisición de bienes o servicios realizada 
a través de Internet, en la cual el pago se efectúa mediante mecanismos 
electrónicos. Esta aproximación permite entender de manera más con-
creta cómo se desarrollan actualmente las transacciones en entornos 
digitales.

De conformidad con Santamaría-Mendoza et al. (2024), el desarro-
llo del comercio electrónico ha experimentado un gran impulso, sobre 
todo por plataformas como Facebook e Instagram que han adquirido 
bastante relevancia en este contexto, al proporcionar funcionalidades 
novedosas, tales como Facebook Marketplace e Instagram Shopping, que 
están transformando los mecanismos tradicionales mediante los cuales 
las empresas establecen vínculos e interactúan con sus consumidores.

Según Heredia & Villarreal (2022), la llegada del internet puede 
entenderse como un hito transformador en la circulación actual de la 
información, al inaugurar la etapa digital y generar cambios en prácti-
camente todos los contextos sociales. El desarrollo y la masificación de 
dispositivos, y los sistemas informáticos, favoreció un uso más eficiente 
y extendido de la red en varios ámbitos, como la salud, la investigación, 
la educación, el entretenimiento y sobre todo el comercio. En ese proce-
so, surgieron las redes sociales, que con el tiempo evolucionaron hacia 
espacios relacionados con el comercio electrónico, donde la cantidad de 
seguidores suele traducirse en una base potencial de clientes recurren-
tes en diversas actividades empresariales. 

Por su lado, Malpartida-Maíz et al. (2023), indican que muchas de 
las investigaciones sobre el comercio electrónico vienen consolidándose 
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como un componente central en los emprendimientos a escala global. 
Paralelamente, las pautas de consumo han ido evolucionando, lo que 
exige la adopción de soluciones digitales más complejas y la reformula-
ción de las estrategias comerciales tradicionales. Este ajuste estratégico 
responde a las nuevas dinámicas del mercado, y también fortalece las 
posibilidades de expansión y desarrollo sostenido de las organizaciones.

Para Cardona et al. (2022), en el ámbito empresarial, el comercio 
electrónico ha adquirido un papel cada vez más importante, en donde 
se evidencia el notable incremento de las ventas realizadas a través de 
medios digitales. Esta tendencia ha motivado a un número creciente de 
organizaciones a incorporarlo como parte de su estrategia comercial, en 
la medida en que su implementación suele traducirse en mejoras en sus 
resultados económicos.

Por su parte, Ortiz & Guillín (2023), la economía digital puede en-
tenderse como el conjunto de dinámicas económicas que se desarrollan 
mediante la utilización de tecnologías digitales en actividades como la 
comercialización de bienes y servicios, así como en sus procesos de pro-
ducción y distribución. Dentro de este entorno se integran varias prác-
ticas y herramientas, entre las que destacan el comercio electrónico, la 
gestión de información en la nube y la publicidad a través de medios di-
gitales, entre otras.

Para Rendón et al. (2022), las soluciones digitales han pasado a in-
tegrarse en la totalidad de las funciones empresariales, abarcando desde 
la promoción y comercialización hasta la distribución y entrega de bie-
nes y servicios, además de facilitar la relación con proveedores y clientes. 
Si bien en un inicio su uso estaba concentrado en grandes compañías con 
mayor capacidad económica, actualmente estas herramientas también 
han sido incorporadas por empresas de menor escala.
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Asimismo, De Marco (2022), señala que la utilización del comercio 
electrónico brinda al consumidor la posibilidad de acceder a bienes y 
servicios a costos más competitivos, al tiempo que disminuye los gastos 
asociados al desplazamiento y facilita el acceso a ofertas que no siempre 
están disponibles mediante los canales convencionales.

Para la Organización Mundial del Comercio (s.f.), el “comercio elec-
trónico” comprende el conjunto de actividades relacionadas con la ela-
boración, reparto, comercialización, venta y entrega de bienes y servi-
cios que se realizan a través de medios electrónicos.

Es entonces, que podemos entender al comercio electrónico como 
el conjunto de actividades orientadas a la compra, venta e intercambio 
de bienes, servicios e información a través de Internet, generando un en-
torno que diversifica y amplía las posibilidades de acceder a productos y 
servicios ofrecidos por proveedores a nivel global.

El desarrollo del comercio electrónico se ve condicionado por di-
versos obstáculos relevantes, entre los que destacan la insuficiencia de 
infraestructura tecnológica y el acceso restringido a servicios financie-
ros digitales, así como a sistemas de pago electrónicos seguros. A ello 
se suman problemas como la conectividad limitada en determinadas 
zonas, las restricciones de almacenamiento en algunas plataformas y las 
debilidades en la seguridad de las transacciones, factores que inciden de 
manera directa en la calidad de la experiencia del usuario (Barreto-Bo-
nilla et al., 2024).

El comercio electrónico ha impulsado procesos de innovación en 
distintos sectores productivos, ya que las empresas se ven obligadas a 
responder con agilidad a las variaciones en las preferencias de los con-
sumidores. Esta dinámica ha propiciado la incorporación y desarrollo de 
tecnologías emergentes, entre las que destacan la inteligencia artificial, 
el análisis de datos y los sistemas de pago digitales (Cusme et al., 2024).
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Características del comercio electrónico 

Robayo-Botiva (2020), señala algunas de las características princi-
pales del comercio electrónico en la actualidad:

a.	 Ubicuidad

Se refiere a la posibilidad de acceder al comercio electrónico en 
cualquier momento y desde cualquier lugar, ya sea a través de computa-
doras o dispositivos móviles, lo que permite realizar compras sin limita-
ciones espaciales.

b.	 Alcance global

El comercio electrónico posibilita la realización de transacciones 
comerciales que superan las fronteras geográficas, nacionales y cultura-
les, conectando mercados a nivel mundial.

c.	 Estándares universales

Se sustenta en protocolos técnicos de Internet que son comunes y 
compartidos globalmente, lo que facilita su uso sin costos adicionales, 
siempre que se cumplan dichos estándares.

d.	 Riqueza

Permite ofrecer contenidos más completos y dinámicos, gracias a 
la capacidad de integrar distintos formatos e interactuar con el usuario, 
adaptando la información a sus necesidades.

e.	 Interactividad

Facilita una comunicación bidireccional entre empresas y consumi-
dores, mediante espacios como foros y redes sociales, donde se pueden 
compartir opiniones y experiencias sobre productos o servicios.
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f.	 Personalización

Se manifiesta tanto en la adaptación de estrategias de marketing 
según los intereses y comportamientos del usuario, como en la posibili-
dad de que este configure productos o servicios de acuerdo con sus pre-
ferencias.

La presencia de costes de transacción constituye un factor clave 
para el desenvolvimiento de los mercados. En esa línea, puede sostener-
se que aquellos países que han alcanzado sistemas de mercado dinámi-
cos y eficientes son precisamente los que han conseguido disminuir de 
manera significativa dichos costes, permitiendo que la contratación se 
realice con mayor celeridad, a menor costo y con niveles más altos de 
eficiencia.

En sentido contrario, cuando los costes de transacción se mantie-
nen elevados, se genera una reducción en la celebración de contratos, lo 
que incide negativamente en el desarrollo del mercado y limita los bene-
ficios potenciales que este podría ofrecer tanto a consumidores como a 
empresas (Bullard, 2006).

En el ámbito del comercio electrónico, los costes de transacción se 
ven influenciados por el uso cada vez más extendido y accesible de la 
tecnología. A ello se suman las ventajas propias de su aplicación en las 
actividades comerciales, tales como la ampliación de la oferta de bienes 
y servicios, la disponibilidad permanente sin restricciones horarias y la 
supresión de desplazamientos físicos, entre otros beneficios relevantes.

En el contexto actual, es posible identificar la coexistencia de dos 
modalidades de mercado que, en ciertos supuestos, operan de mane-
ra complementaria. Cada una de ellas presenta particularidades tanto 
en su dinámica de funcionamiento como en el rol que desempeñan los 
agentes que intervienen; se trata del mercado tradicional o convencional 
y del mercado electrónico o virtual.
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El mercado convencional se caracteriza por sustentarse en la in-
teracción directa y presencial entre el vendedor y el comprador, desa-
rrollándose en un espacio físico determinado. Este contacto inmediato 
facilita que el proveedor conozca con mayor precisión las necesidades 
del cliente, lo que le permite emplear estrategias orientadas a captar su 
atención y dirigirlo hacia sus establecimientos.

En cambio, el mercado virtual o electrónico se estructura sobre la 
base del uso de tecnologías digitales y, a diferencia del modelo tradicio-
nal, posibilita la realización de transacciones comerciales sin que exista 
coincidencia espacial entre las partes. Incluso, estas operaciones pueden 
llevarse a cabo en momentos distintos, superando así las limitaciones 
propias del tiempo y del espacio físico.

En este ámbito se configura el fenómeno de la desgeografización, 
en virtud del cual las fronteras estatales pierden relevancia para efectos 
de la contratación. De este modo, los agentes económicos pueden cele-
brar transacciones sin limitaciones espaciales, lo que amplía el alcance 
del mercado, incrementa la demanda de bienes y servicios, y propicia, en 
varios casos, la disminución de sus precios. Es así que el mercado adquie-
re una dimensión virtual en la que la ubicación geográfica de las partes 
deja de ser un factor determinante para contratar.

No obstante, si bien la globalización de los mercados y la acelerada 
expansión de las tecnologías de la información y la comunicación gene-
ran importantes beneficios para el comercio, también introducen ciertos 
riesgos. Estos avances han dado lugar a entornos comerciales novedosos 
que no siempre resultan siendo muy conocidos para los usuarios, lo que 
se ve agravado por la creciente dependencia de los sistemas informá-
ticos. En ese sentido, la insuficiente seguridad jurídica en este tipo de 
transacciones incrementa su vulnerabilidad.
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Desde una perspectiva jurídica, el comercio electrónico puede ser 
entendido como un acto con intención patrimonial, esto es, como un 
contrato, y su particularidad radica en que la interacción entre las par-
tes: oferente y aceptante, que se lleva a cabo mediante medios electró-
nicos (Nieto, 2016).

En consecuencia, al igual que en cualquier relación contractual, 
en el comercio electrónico intervienen dos o más sujetos. Estos pueden 
clasificarse en tres categorías principales: empresarios (business), con-
sumidores (consumer) y la administración pública ( government). Dicha 
clasificación resulta relevante como criterio de referencia para la iden-
tificación de los distintos tipos de comercio electrónico, en la medida en 
que estos se definen a partir de las diversas formas de interacción que se 
generan entre los referidos sujetos (Nieto, 2016).

Empresario:

En términos generales, puede entenderse como la persona natural 
o jurídica que realiza actividades económicas vinculadas al intercambio 
de bienes o a la prestación de servicios

Desde una perspectiva jurídico-patrimonial, la empresa se concibe 
como una forma particular de riqueza productiva que constituye un bien 
o valor susceptible de explotación, resultado de la iniciativa empresarial 
y de la organización de los diversos factores de producción, así como del 
ejercicio de facultades, competencias y técnicas jurídicas orientadas al 
desarrollo de la actividad productiva.

Para Malpartida-Maíz (2023), para las empresas, sin importar su 
tamaño, la adopción de estrategias comerciales idóneas les permite 
operar con mayor eficacia y prevenir eventuales contingencias como las 
observadas en la actualidad, garantizando además la transparencia de 
su propuesta de valor. En esta línea, diversos estudios evidencian que 
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numerosas organizaciones en el Perú han reformulado sus modelos de 
negocio y reestructurado sus procesos, lo que ha contribuido a dinami-
zar y acelerar su desarrollo tecnológico.

Es innegable que las empresas que cuentan con marcas consolida-
das disponen de mayores probabilidades de alcanzar éxito en el entorno 
digital, en la medida en que el reconocimiento de dichas marcas genera 
en los consumidores el nivel de confianza necesario para concretar las 
transacciones (Nieto, 2011).

Consumidores:

Se entiende por consumidor a toda persona natural o jurídica que 
adquiere, utiliza o disfruta bienes, productos o servicios en calidad de 
destinatario final. El proceso de comercio electrónico se inicia cuando el 
usuario interactúa con una plataforma digital para explorar productos y 
promociones, seleccionar el artículo de su preferencia y efectuar el pago 
correspondiente. Una vez verificada la transacción, la empresa o un pro-
veedor externo se encarga de gestionar el envío y concretar la entrega 
del bien adquirido (Mejia, 2022).

El comportamiento del consumidor puede entenderse como el 
conjunto de etapas y decisiones que una persona o grupo atraviesa al 
momento de adquirir bienes o servicios con el propósito de satisfacer sus 
necesidades. En este proceso influyen diversos elementos, tales como el 
nivel de ingresos, las características demográficas y los aspectos sociales 
y culturales; asimismo, no solo intervienen factores internos propios del 
individuo, sino también condiciones externas vinculadas al entorno en el 
que se desenvuelve (Béjar-Tinoco et al., 2022).

Desde una perspectiva sociocultural, el comportamiento del con-
sumidor se ve influido por estrategias publicitarias diseñadas según el 
impacto y los fines perseguidos por los mensajes difundidos. Estas ac-
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ciones no solo fortalecen la posición competitiva de las empresas, sino 
que también inciden en las intenciones y decisiones de compra de los 
consumidores (Infante, 2025).

Administración

La administración comprende el conjunto de órganos y entidades 
que integran el aparato estatal. No obstante, la denominación de este 
sujeto no siempre resulta precisa, ya que con frecuencia se emplean de 
manera indistinta otros términos, como el de Gobierno (government).

Al respecto Davara (2001), se considera que la expresión “adminis-
tración” resulta más adecuada, en tanto posee un alcance más amplio 
que permite incluir no solo al Poder Ejecutivo, sino también a otros ór-
ganos del Estado con presencia en el entorno digital, como el sistema de 
administración de justicia o el parlamento.

Clasificación del comercio electrónico

Se han propuesto diversos criterios para clasificar el comercio elec-
trónico; sin embargo, para efectos del presente estudio se adoptarán 
tres de los más comunes:

El primero se refiere a la clasificación que se da según 
la participación de los sujetos o agentes económicos 
que intervienen.

Comercio entre empresas (b2b):

El comercio electrónico de tipo B2B (business to business) puede de-
finirse como la modalidad de transacciones comerciales realizadas a tra-
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vés de medios digitales entre empresas, en la que tanto el oferente como 
el adquirente son organizaciones. Este tipo de comercio abarca opera-
ciones como la compra de insumos, la contratación de servicios o la ges-
tión de cadenas de suministro, y se caracteriza por involucrar volúmenes 
mayores, relaciones comerciales más estables y procesos de negociación 
más estructurados que en otros modelos de comercio electrónico (Gue-
rrero & Rivas, 2005).

El modelo B2B (business to business) constituye una de las formas 
más extendidas para la realización de transacciones entre empresas. En 
este contexto, se aporta múltiples beneficios, entre los que destacan la 
reducción de costos y tiempos al sustituir el envío de documentos físi-
cos, el incremento de la eficiencia operativa y la productividad, así como 
la disminución de errores al asegurar que la información se encuentre 
correctamente estructurada antes de su incorporación a los sistemas 
empresariales. Esto facilita la trazabilidad de las operaciones y la gene-
ración de reportes más exactos. Es entonces que, un número creciente 
de organizaciones viene adoptando procesos y sistemas tecnológicos 
acordes con las nuevas dinámicas de intercambio electrónico de infor-
mación (Mejia, 2022). 

Este modelo comprende las operaciones comerciales de bienes y 
servicios que se desarrollan únicamente entre empresas, sin la participa-
ción del consumidor final. Este tipo de sistema incorpora herramientas 
que facilitan la gestión de adquisiciones a proveedores y, que permiten 
la realización de procesos como las licitaciones (Fernandez, 2018). 

Asimismo, es configurado como una de las formas más importan-
tes de interacción comercial en entornos digitales, al comprender las 
transacciones de bienes y servicios realizadas exclusivamente entre em-
presas, sin intervención del consumidor final. Este modelo se caracteri-
za por involucrar relaciones comerciales más estructuradas y continuas, 
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que están orientadas principalmente a la adquisición de insumos, con-
tratación de servicios especializados y gestión de cadenas de suministro. 
Los sistemas B2B incluyen herramientas tecnológicas que facilitan la ad-
ministración de compras a proveedores, la automatización de procesos y 
la ejecución de mecanismos más complejos, como las licitaciones, opti-
mizando la dinámica comercial entre organizaciones.

Es así que, la implementación de tecnologías como el intercambio 
electrónico de datos (EDI) ha contribuido significativamente a la eficien-
cia del modelo B2B, al permitir la sustitución de documentos físicos por 
formatos digitales, lo que reduce costos y tiempos operativos. Del mismo 
modo, estas soluciones incrementan la productividad empresarial, dis-
minuyen la incidencia de errores al garantizar la correcta estructuración 
de la información antes de su procesamiento, y fortalecen la trazabilidad 
de las operaciones mediante sistemas de seguimiento y generación de 
reportes. En consecuencia, cada vez más empresas adoptan procesos y 
plataformas tecnológicas adaptadas a las nuevas exigencias del inter-
cambio electrónico, consolidando así su transformación digital.

Comercio entre empresa y consumidor (b2c)

Esta puede ser definida como la transacción electrónica, realizada 
entre la empresa y el consumidor.

El Internet se ha consolidado como un canal fundamental para el 
desarrollo de actividades comerciales. En este contexto, surgieron nue-
vas organizaciones, denominadas empresas virtuales, mientras que 
aquellas ya establecidas identificaron en este entorno digital una alter-
nativa estratégica para ampliar su base de consumidores y aumentar el 
volumen de sus transacciones. En cuanto al marco normativo aplicable, 
corresponde remitirnos a la legislación especial que regula la materia, 
entre la que destacan la Ley N.º 27291 y la Ley N.º 27269, conocida como 
Ley de Firmas y Certificados Digitales en el Perú.
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Los comercios minoristas han incorporado Internet como un canal 
adicional para la venta de sus productos, mientras que sus sitios web se 
han consolidado como herramientas clave para atraer clientes hacia los 
puntos de venta físicos. En este sentido, la relación entre los entornos 
digital y presencial no se limita únicamente a la consulta previa a la com-
pra, sino que ambos se potencian mutuamente cuando forman parte de 
una estrategia multicanal integrada (Frasquet et al., 2012).

En el modelo comercial tradicional, las empresas solían depender 
de intermediarios como distribuidores o mayoristas, sin embargo, con 
el surgimiento del comercio electrónico, este eslabón intermedio se ha 
reducido o incluso eliminado. Como resultado, su implementación per-
mite optimizar los procesos empresariales, disminuyendo tanto los cos-
tos como el tiempo involucrado en las operaciones económicas (Lasslop, 
2015).

Comercio entre las empresas y la administración (b2a):

El comercio electrónico de tipo Business to Administration (B2A) 
comprende las interacciones y transacciones digitales que se desarrollan 
entre las empresas y las entidades del Estado. Este modelo se sustenta 
en el uso de plataformas electrónicas que permiten gestionar de manera 
más eficiente los procesos burocráticos, promoviendo la transparencia, 
la trazabilidad y la reducción de costos y tiempos tanto para las empre-
sas como para la administración pública. En ese sentido, el B2A se confi-
gura como un componente clave en la modernización del Estado y en la 
consolidación del gobierno electrónico, al facilitar una relación más ágil, 
accesible y segura entre el sector privado y las instituciones públicas.

Comercio entre consumidores (c2c):

En esta modalidad de comercio, la interacción se produce directa-
mente entre particulares, quienes llevan a cabo transacciones o inter-
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cambios de información sin la intervención de agentes empresariales o 
estatales. En este contexto, Internet dispone de diversas plataformas 
orientadas a subastas virtuales entre consumidores, las cuales han al-
canzado una notable aceptación. Estas herramientas permiten vincular 
a oferentes y demandantes de determinados bienes, prescindiendo de la 
necesidad de intermediarios en la operación.

Comercio entre administración y consumidor (a2c):

Se trata de una nueva incursión, de parte de algunas instituciones 
de la administración, que aún es poco usada, pero con muy buenos re-
sultados, como es el caso de la administración tributaria, usada incluso, 
para el pago de impuestos vía electrónica o en otras instituciones para la 
solicitud de información.

En el entorno de las transacciones C2C, la reputación del vendedor 
tiende a proyectarse tanto en la plataforma como en la comunidad que 
la integra, funcionando como un indicador clave cuando existe escasez 
de información. Este mecanismo permite distinguir entre participantes 
confiables y aquellos que no lo son dentro de los espacios virtuales, lo 
que, en consecuencia, fortalece la confianza del usuario y favorece su 
disposición a realizar compras (Sukno & Pascual, 2019).

El propósito de este tipo de comercio electrónico, en sus distintas 
modalidades (A2A, A2C y A2B), es optimizar el desempeño de la activi-
dad administrativa mediante la incorporación de tecnologías digitales. 
No obstante, su adecuado funcionamiento enfrenta como principal 
desafío la necesidad de contar con recursos tanto materiales como hu-
manos que permitan implementar y sostener eficazmente los servicios 
ofrecidos por las entidades públicas.

Es importante destacar que las modalidades de comercio electró-
nico que han experimentado mayor crecimiento son las relaciones entre 
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empresas y consumidores (B2C) y, especialmente, las relaciones entre 
empresas (B2B), debido a su mayor potencial comercial. En el contexto 
actual, el modelo B2B es el que concentra un mayor volumen de ope-
raciones, ya que facilita la concurrencia de múltiples proveedores, am-
pliando la oferta disponible, y al mismo tiempo permite a las empresas 
oferentes atender las demandas de un número más amplio de clientes 
empresariales potenciales (Nieto, 2011).

La segunda clasificación del comercio electrónico está en función 
al medio utilizado. En este caso, la doctrina esboza las siguientes con-
ceptualizaciones:

Comercio electrónico directo o comercio electrónico 
on-line:

El comercio electrónico directo, también denominado en línea, se 
caracteriza porque todas las etapas de la transacción, ya sea desde la 
solicitud de bienes o servicios hasta el pago y su entrega, se llevan a cabo 
íntegramente a través de medios digitales, lo que implica la completa 
digitalización de las operaciones dentro de la red (Buitrago, 2017).

El comercio electrónico directo se configura cuando todas las fases 
de la transacción, incluida la oferta, la aceptación, el pago y la entrega 
de bienes o servicios, se desarrollan íntegramente a través de medios 
digitales en línea (García, 2024). Esta modalidad se distingue por la com-
pleta desmaterialización de las operaciones, lo que ha permitido una 
ejecución más ágil y eficiente de las transacciones, eliminando interme-
diarios, y que reduce tanto los tiempos de gestión como los costos aso-
ciados. Asimismo, favorece el acceso inmediato a los bienes o servicios, 
especialmente cuando estos son de naturaleza digital.
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Comercio electrónico Indirecto o comercio electrónico 
off-line: 

El comercio electrónico indirecto se refiere a aquellas transaccio-
nes en las que se adquieren bienes materiales que, además de ser com-
prados a través de medios digitales, se requiere que después se realice su 
envío, entrega o incluso el pago mediante canales físicos tradicionales, 
como ocurre con productos tales como libros, alimentos, prendas de ves-
tir u otras mercancías (Orrego-Garay, 2015).

Estas operaciones pueden llevarse a cabo a través de redes tanto 
abiertas como cerradas, utilizando el internet o por medio de disposi-
tivos móviles y otras tecnologías inalámbricas, como las tabletas y los 
celulares (González & Albornoz, 2014).

Esta modalidad se caracteriza por la adquisición de bienes tangi-
bles a través de medios digitales, los cuales requieren posteriormente 
ser entregados mediante canales físicos tradicionales, ya sea a través de 
servicios de envío o distribución. Este tipo de transacciones puede desa-
rrollarse en redes abiertas o cerradas, empleando Internet o dispositivos 
móviles y otras tecnologías inalámbricas, lo que permite ampliar el ac-
ceso a la compra, aunque manteniendo una fase final de cumplimiento 
material que diferencia esta modalidad del comercio electrónico com-
pletamente en línea.

En el contexto de los nuevos modelos de mercado propios de la era 
digital, las empresas se ven en la necesidad de desarrollar estrategias 
de comercio electrónico orientadas a optimizar sus prácticas tradicio-
nales, incorporar innovadoras formas de generación de valor y apoyarse 
en nuevos intermediarios que favorezcan una gestión más eficiente. Es-
tas acciones permiten alcanzar objetivos como la disminución de costos 
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operativos y el incremento en la calidad percibida por los clientes (Nieto, 
2011).

Clasificación del comercio electrónico atendiendo al 
entorno tecnológico en que se desenvuelve la actividad 
comercial:

Comercio electrónico abierto: 

Cuando los contratos se perfeccionan y eventualmente se ejecutan 
en redes abiertas de telecomunicación (Internet). 

Comercio electrónico cerrado:

 Cuando la contratación tiene lugar en redes cerradas, en las que 
sólo pueden operar quienes cuentan con la pertinente habilitación con-
tractual, sin la cual el acceso a dichas redes resulta velado (EDI).

El comercio electrónico en el perú 

Evolución de las telecomunicaciones en el Perú

En el contexto actual de globalización, el sector de las telecomu-
nicaciones ha adquirido una importancia creciente dentro de las econo-
mías nacionales, debido principalmente a su capacidad para conectar los 
mercados de distintos países. Esta interconexión ha contribuido a opti-
mizar la eficiencia de las transacciones comerciales, lo que se traduce en 
una participación cada vez más relevante de dicho sector en el desarrollo 
económico (Montoya & Vinces, 2024).
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Las telecomunicaciones comprenden un conjunto de sistemas que 
posibilitan la comunicación entre usuarios, incluso a grandes distancias. 
Dentro de estas se incluyen servicios como la televisión, la radiodifusión, 
la telefonía fija, la telefonía móvil y el acceso a Internet. En este con-
texto, en 1993 inició sus funciones el Organismo Supervisor de Inversión 
Privada en Telecomunicaciones, entidad encargada de la supervisión del 
sector. De acuerdo con lo dispuesto en la Ley N.º 26285 y la Ley de Tele-
comunicaciones, dicha institución cuenta con autonomía técnica, econó-
mica, financiera, funcional y administrativa, y se encuentra adscrita a la 
Presidencia del Consejo de Ministros (Osiptel, 2012).

El Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) informó 
que, en el Perú, durante el cuarto trimestre de 2024, el acceso a Internet 
alcanzó al 58,4% de los hogares a nivel nacional, lo que representa un 
incremento de 2,4 puntos porcentuales respecto al mismo periodo del 
año previo. Asimismo, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Hogares 
(ENAHO), el 91,5% de las personas de seis años a más hace uso diario 
de Internet. Del mismo modo, se evidenció que el 95,1% de los hogares 
cuenta con al menos un integrante que dispone de teléfono celular (Pla-
taforma del Estado Peruano, 2025).

El teléfono inteligente se ha consolidado como un recurso esen-
cial para la población, al brindar múltiples funcionalidades de manera 
inmediata, lo que explica el sostenido incremento de su presencia en los 
hogares. De acuerdo con la Encuesta Residencial de Servicios de Tele-
comunicaciones (ERESTEL), elaborada por el Organismo Supervisor de 
Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL), en los últimos cinco 
años la tenencia de estos dispositivos en los hogares peruanos se elevó 
del 78 % en 2019 al 92,8 % en 2023, lo que supone un crecimiento de 14,8 
puntos porcentuales. En términos absolutos, ello equivale a 9 779 068 
hogares que disponen de este tipo de equipo (Osiptel, 2024).



| 44 |CAPÍTULO  | 2 |

Las cifras expuestas evidencian un proceso sostenido de expansión 
en el acceso a las tecnologías de la información y comunicación en el 
Perú, particularmente en lo que respecta a la conectividad a Internet y la 
masificación del uso de dispositivos móviles. El incremento en el porcen-
taje de hogares con acceso a Internet, así como el uso diario de esta he-
rramienta por parte de la población, refleja no solo una mayor cobertura 
de los servicios de telecomunicaciones, sino también un cambio estruc-
tural en los hábitos de consumo de información y comunicación. A ello se 
suma la elevada penetración de teléfonos celulares y, especialmente, de 
smartphones, los cuales se han convertido en el principal medio de acce-
so a entornos digitales, facilitando la integración de amplios sectores de 
la población a la economía digital.

En este contexto, la evolución de las telecomunicaciones en el Perú 
ha sido un factor determinante para el desarrollo del comercio electró-
nico y otras actividades vinculadas al entorno digital. La creciente dispo-
nibilidad de infraestructura tecnológica y la accesibilidad a dispositivos 
móviles han permitido reducir brechas de acceso y fomentar la participa-
ción de los usuarios en plataformas digitales, tanto para fines informa-
tivos como comerciales. Sin embargo, estas estadísticas también ponen 
en manifiesto la necesidad de continuar el fortalecimiento de la calidad 
del servicio, la alfabetización digital y la seguridad en línea, a fin de con-
solidar un ecosistema digital más inclusivo, eficiente y confiable que 
acompañe el proceso de transformación tecnológica del país.

Evolución del Internet en el Perú

La evolución del internet en el Perú tiene un proceso progresivo de 
transformación tecnológica que ha impactado de manera significativa 
en los ámbitos económico, social y jurídico. Desde sus primeras etapas 
de implementación, caracterizadas por un acceso limitado y una infraes-
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tructura incipiente, hasta su actual consolidación como herramienta 
esencial en la vida cotidiana, el desarrollo de la conectividad digital ha 
estado estrechamente vinculado al crecimiento del sector de las teleco-
municaciones y a la adopción masiva de dispositivos tecnológicos. Este 
proceso ha permitido ampliar el acceso a la información e impulsar nue-
vas formas de interacción, comercio y prestación de servicios, configu-
rando así un entorno cada vez más digitalizado.

El acceso a Internet en el Perú continúa mostrando una tendencia 
de crecimiento sostenido. De acuerdo con la Encuesta Residencial de 
Servicios de Telecomunicaciones (Erestel), elaborada por encargo del 
Organismo Supervisor de Inversión Privada en Telecomunicaciones, al 
cierre de 2024 el 92,6 % de los hogares dispone de conexión a Internet, 
ya sea fija o móvil. Este avance ha sido particularmente significativo en 
las zonas rurales, donde la cobertura se incrementó de 41,5 % en 2019 a 
cerca del 83 % en 2024. Asimismo, el estudio señala que el 99,5 % de los 
hogares cuenta al menos con algún servicio de telecomunicaciones, evi-
denciando una amplia penetración de estas tecnologías a nivel nacional 
(Osiptel, 2025).

La infraestructura de Internet en el Perú

En cuanto a la evolución de las suscripciones de Internet entre 2010 
y 2024, se observa una tendencia de crecimiento constante tanto en las 
conexiones fijas como en las móviles, aunque con ritmos diferenciados. 
Mientras que las conexiones fijas aumentaron de 0,9 millones a 4 millo-
nes en ese periodo, cuadruplicando su volumen, las conexiones móviles 
experimentaron una expansión mucho más acelerada, al pasar de 0,3 
millones a 32,1 millones, lo que representa un incremento exponencial. 
Destaca especialmente el notable salto registrado en 2014, cuando las 
conexiones móviles crecieron de 0,9 a 13,1 millones, evidenciando una rá-
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pida adopción del Internet móvil, probablemente asociada a la difusión 
masiva de teléfonos inteligentes y a una mayor oferta de planes de datos 
(Observatorio Ceplan, 2025).

El crecimiento sostenido de las suscripciones a Internet en el Perú, 
sobre todo el notable incremento de las conexiones móviles, pone en 
evidencia una transformación significativa en la estructura de la infraes-
tructura digital del país. La marcada expansión del Internet móvil sugie-
re que el desarrollo de redes inalámbricas ha tenido un rol predominan-
te frente a la infraestructura fija, lo cual responde, a las características 
geográficas del territorio peruano y a la necesidad de soluciones más 
flexibles y de rápida implementación. Este fenómeno también se vincula 
con la masificación de los smartphones y la mayor accesibilidad a planes 
de datos, factores que han permitido ampliar la cobertura y facilitar el 
acceso a Internet en sectores previamente desatendidos.

No obstante, este avance plantea desafíos relevantes en términos 
de calidad, estabilidad y equidad en el acceso al servicio. Si bien la ex-
pansión de la conectividad móvil ha contribuido a reducir brechas digi-
tales, en especial en zonas rurales, aún persisten limitaciones asociadas 
a la capacidad de la infraestructura, la velocidad de conexión y la conti-
nuidad del servicio. En ese sentido, es necesario fortalecer las inversio-
nes en redes de banda ancha fija y mejorar la infraestructura existente, 
a fin de garantizar un acceso más equilibrado, que priorice la cobertura 
y la calidad del servicio, elemento clave para el desarrollo del comercio 
electrónico y la consolidación de la economía digital en el país.

Evolución del comercio electrónico en el Perú

La evolución del comercio electrónico en el Perú se ha desarrollado 
de manera progresiva, en estrecha relación con el crecimiento del acce-
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so a Internet y la expansión de las tecnologías digitales. En sus etapas 
iniciales, su adopción fue limitada debido a factores como la baja conec-
tividad, la desconfianza en los sistemas de pago en línea y la escasa digi-
talización de las empresas. Sin embargo, con el avance de la infraestruc-
tura de telecomunicaciones y la masificación de dispositivos móviles, el 
comercio electrónico comenzó a consolidarse como una alternativa via-
ble para la adquisición de bienes y servicios, modificando los hábitos de 
consumo de la población.

En los últimos años, este proceso se ha intensificado, impulsado 
por la transformación digital de las empresas y el cambio en las prefe-
rencias de los consumidores hacia canales más ágiles y accesibles. Asi-
mismo, factores coyunturales han acelerado su adopción, incentivando 
a un mayor número de empresas, a incorporar plataformas digitales en 
sus estrategias comerciales. En este contexto, el comercio electrónico ha 
ampliado las oportunidades de negocio y ha contribuido a dinamizar la 
economía, planteando a su vez nuevos retos en materia de regulación, 
seguridad y protección del consumidor.

Para Álvarez (2025), el entorno digital en el Perú viene experimen-
tando un proceso acelerado de expansión y fortalecimiento, impulsado 
por el amplio acceso a Internet, la creciente difusión de redes sociales 
como Facebook, TikTok e Instagram, y la elevada adopción de teléfonos 
inteligentes. A ello se le suma el desarrollo de la banda ancha fija, en 
particular a través de la fibra óptica, que ya supera los cuatro millones 
de conexiones, lo cual contribuye a optimizar la experiencia en línea y 
favorece el crecimiento del comercio electrónico y de los servicios de en-
tretenimiento digital.

Lizarzaburu (2023), identifica dos etapas claramente diferenciadas 
en el desarrollo del comercio electrónico en el Perú: un período previo y 
otro posterior a la pandemia de COVID-19. El verdadero impulso de esta 
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modalidad se evidenció a partir de junio de 2020, cuando el gobierno 
autorizó la reanudación parcial de actividades empresariales, lo que ge-
neró un incremento del 86% y alcanzó en julio un crecimiento del 160%, 
constituyendo un máximo histórico. Pese a las dificultades propias del 
contexto, el avance durante ese año fue notable, reflejado en el aumento 
significativo de usuarios que realizan compras en línea, el mayor uso de 
tarjetas como medio de pago, que pasó de 12,5% a 35%, y el considerable 
incremento de negocios que incursionaron en ventas digitales, pasando 
de 65 300 a 263 200. 

Por ello, en el Perú, la oportunidad de generar y potenciar negocios 
por Internet es más que recomendable. Así lo han entendido las trasna-
cionales de la región, como Falabella y Ripley, que han implementado 
plataformas de comercio electrónico con el fin de obtener más alcance, 
rentabilidad y compras. Estas grandes empresas del sector retail, han 
desempeñado un papel clave en la consolidación del comercio electró-
nico, al impulsar procesos de transformación digital orientados a inte-
grar sus canales físicos y virtuales. Estas compañías han invertido en 
plataformas en línea más robustas, sistemas logísticos eficientes y es-
trategias que permiten a los consumidores realizar compras de manera 
más flexible, ya sea mediante delivery o recojo en tienda. Asimismo, han 
contribuido a generar mayor confianza en las transacciones digitales, 
promoviendo el uso de pagos electrónicos y mejorando la experiencia 
del usuario, lo que ha favorecido la expansión del e-commerce en el mer-
cado peruano.

En cuanto a los factores que dificultan la migración de consumi-
dores del entorno presencial al digital, sobresalen preocupaciones como 
el riesgo de fraude, las restricciones vinculadas a la minoría de edad y la 
desconfianza en el manejo de datos personales. Como resultado, persis-
te un segmento significativo de usuarios que no percibe el canal en línea 
como un espacio seguro para realizar transacciones.
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Tiendas de comercio electrónico en el Perú

En el Perú, el comercio electrónico evidencia un crecimiento sos-
tenido año tras año, lo que se refleja en la incursión de plataformas di-
gitales en el mercado nacional, como Falabella y Linio. En el caso de Fa-
labella, su operación se estructura bajo el modelo de tienda virtual tipo 
marketplace, mientras que Linio se caracteriza por ofrecer una amplia 
gama de productos organizados en diversas categorías, como el audio 
y video, cómputo, electrodomésticos, cuidado personal y artículos de 
oficina, además de brindar múltiples alternativas de pago, incluyendo la 
opción en efectivo (Gutiérrez, 2013).

La participación de Falabella en el comercio electrónico peruano se 
remonta a más de diez años, período en el cual ha experimentado diver-
sas transformaciones orientadas a adecuarse a las nuevas dinámicas del 
entorno digital, entre ellas un proceso de reconfiguración de marca y la 
adopción de un modelo de marketplace en conjunto con otras empresas 
del grupo, como Tottus, Sodimac y Linio. Esta estrategia permitió am-
pliar significativamente su oferta de productos e incorporar un enfoque 
omnicanal; no obstante, de acuerdo con información reciente, la compa-
ñía optó posteriormente por mantener el esquema de marketplace, pero 
con cada unidad operando de manera independiente. Cabe destacar 
que, incluso antes de esta integración, Falabella Retail ya se posicionaba 
entre las plataformas de comercio electrónico más visitadas del país, con 
un alto volumen de tráfico mensual, y tras la unificación alcanzó el pri-
mer lugar en el mercado peruano tanto en ventas netas como en número 
de visitas (Pacherre, 2025).

Por su lado, Linio ha desempeñado un papel importante como una 
de las primeras plataformas en consolidar el modelo de marketplace en la 
región, que facilita la conexión entre múltiples vendedores y consumido-
res a través de un entorno digital. Su propuesta se ha caracterizado por 
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ofrecer una amplia variedad de productos en distintas categorías, lo que 
contribuyó a dinamizar la oferta en línea y a fomentar la participación de 
pequeñas y medianas empresas en el ecosistema digital. Asimismo, su 
integración progresiva al grupo Falabella fortaleció su posicionamiento 
en el mercado peruano, permitiendo mejorar su infraestructura tecnoló-
gica, logística y experiencia de usuario, aspectos clave para el desarrollo 
y expansión del comercio electrónico en el país.

Marco legal del comercio electrónico en el Perú

Si bien el comercio electrónico en el Perú aún se encuentra en una 
etapa de desarrollo, ya existe un conjunto de disposiciones jurídicas que 
brindan cierta protección a las transacciones realizadas por medios di-
gitales, con el propósito de reducir los riesgos de fraude informático y 
salvaguardar los intereses tanto de los proveedores como de los consu-
midores.

Entre las principales normas aplicables, destaca el “Marco Nor-
mativo para el Desarrollo de la Sociedad de la Información en el Perú”, 
incorporado en la Agenda Digital Peruana 2.0; la Ley N.º 27269, Ley de 
Firmas y Certificados Digitales, que permite verificar la identidad del fir-
mante y asegurar la autenticidad y validez de los documentos electróni-
cos (Matute et al., 2012); y la Ley N.º 29571, Código de Protección y Defen-
sa del Consumidor, orientada a proteger a los usuarios frente a prácticas 
como el envío masivo de comunicaciones comerciales no solicitadas, en 
concordancia con la iniciativa “Gracias No Insista” promovida por el Ins-
tituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Matute et al., 2012).
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Marco legal de la firma digital en el perú

Ley de firmas y certificados digitales - Ley N° 27269

En el Perú, en mayo del año 2000 se promulgó la Ley de Firmas y 
Certificados Digitales - Ley Nº 27269, la cual establece el marco normati-
vo para el uso de la firma electrónica, reconociéndole la misma validez y 
efectos jurídicos que a la firma manuscrita u otros mecanismos equiva-
lentes de manifestación de voluntad. Con ello, ambas modalidades ad-
quieren un tratamiento legal equivalente, lo que representó un avance 
significativo en la regulación de herramientas de seguridad tecnológica, 
favoreciendo la transmisión confiable y continua de datos e información 
a través de redes abiertas.

Las firmas electrónicas en La Ley N° 27269

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley Nº 27269, la firma electró-
nica se concibe como cualquier signo o elemento generado por medios 
digitales que una persona adopta con la finalidad de vincularse a un 
documento o validarlo, cumpliendo total o parcialmente las funciones 
propias de una firma manuscrita. En este contexto, el proceso de auten-
ticación no implica la intervención notarial ni la atribución de fe pública, 
sino que se configura como un procedimiento técnico orientado a veri-
ficar la identidad del firmante a partir del mensaje electrónico al que 
dicha firma se encuentra asociada.

Ámbito de aplicación de la Ley Nº 27269

La Ley Nº 27269 resulta aplicable a toda firma electrónica que se 
incorpore, adjunte o vincule a un mensaje de datos con el propósito de 
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identificar a la persona que firma y establecer su relación con el conteni-
do, asegurando tanto la autenticidad como la integridad de la informa-
ción. En ese sentido, al permitir la identificación previa de quien firma, 
y se garantiza el principio de no repudio respecto del mensaje emitido, 
otorgando certeza sobre su autoría. Asimismo, la firma electrónica pro-
tege la integridad del documento, al asegurar que el contenido no haya 
sido alterado desde el momento de su suscripción.

La firma digital en la Ley Nº 27269

La Ley N.º 27269 conceptualiza la firma digital como una moda-
lidad de firma electrónica basada en el uso de criptografía asimétrica, 
mediante la cual se garantiza la integridad del mensaje de datos y se 
establece un vínculo seguro entre el contenido transmitido y el titular 
de la firma.

La referida norma reconoce a esta tecnología efectos legales equi-
valentes a los de la firma manuscrita, así como a cualquier otro meca-
nismo similar que implique una manifestación de voluntad (Espinoza, 
2018). 

El certificado digital

Un certificado digital es un documento electrónico generado y fir-
mado digitalmente por una entidad de certificación, la cual vincula un 
par de claves con una persona determinada, confirmando su identidad 
(García, 2008).

Es entonces, un documento electrónico emitido por una entidad de 
certificación acreditada que vincula de manera segura la identidad de 
una persona natural o jurídica con una clave criptográfica, permitiendo 
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verificar su identidad en entornos digitales y garantizar la autenticidad 
de las firmas electrónicas que realiza.

Instituciones en el marco de la Ley N° 27269

La Ley de Firmas y Certificados Digitales establece las institucio-
nes fundamentales sobre las cuales se estructura el desarrollo de este 
sistema en el país. Entre ellas se encuentra, en primer lugar, la Autoridad 
Administrativa Competente, definida como el organismo público encar-
gado de acreditar a las entidades de certificación y a las de registro o 
verificación, reconocer los estándares tecnológicos aplicables dentro de 
la Infraestructura Oficial de Firma Electrónica, supervisar su funciona-
miento, así como regular la prestación de servicios vinculados y ejercer 
las demás funciones previstas en su reglamento.

En segundo lugar, se encuentra la Entidad de Certificación, enten-
dida como la persona jurídica que brinda servicios relacionados con la 
generación, emisión, administración, cancelación y demás actividades 
propias de la certificación digital, pudiendo además asumir funciones 
de registro o verificación. Asimismo, se reconoce a la Entidad de Certifi-
cación Extranjera, que cumple funciones equivalentes a las antes seña-
ladas, pero que no se encuentra domiciliada en el Perú ni inscrita en los 
Registros Públicos conforme a la normativa vigente, específicamente la 
Ley General de Sociedades, Ley N.º 26887.

Finalmente, se contempla a la Entidad de Registro o Verificación, 
que es la persona jurídica encargada de recopilar y verificar los datos 
del solicitante de un certificado digital, así como de autorizar tanto su 
emisión como su eventual cancelación. Cabe precisar que dicha entidad 
obtiene los datos personales directamente del titular y únicamente para 
los fines establecidos por la ley, garantizando la confidencialidad de la 
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información relativa a claves privadas y otros datos no sujetos a certi-
ficación, los cuales solo pueden ser revelados por mandato judicial o a 
solicitud expresa del suscriptor de la firma digital.

Los certificados emitidos por entidades extranjeras

De acuerdo con la modificación introducida a la Ley N.º 27269, la 
autoridad administrativa competente está facultada para reconocer los 
certificados de firma digital emitidos por entidades extranjeras, otor-
gándoles la misma validez y eficacia jurídica que la prevista en dicha 
norma.

La norma, en su capítulo tercero, desarrolla diversos conceptos re-
levantes vinculados al funcionamiento del sistema de certificación digi-
tal:

a.	 La certificación cruzada se define como el procedimiento me-
diante el cual una entidad de certificación acreditada valida y 
reconoce la conformidad de un certificado digital emitido por 
otra entidad, ya sea de carácter nacional o internacional, pre-
via autorización de la autoridad administrativa competente, 
asumiéndolo como propio y bajo su responsabilidad.

b.	 Los acuerdos de reconocimiento mutuo son aquellos instru-
mentos mediante los cuales la autoridad administrativa com-
petente puede celebrar convenios con entidades homólogas 
de otros países, con el propósito de admitir la validez de los 
certificados digitales emitidos en el extranjero y ampliar el 
alcance de la Infraestructura Oficial de Firma Digital. Dichos 
acuerdos deben asegurar el cumplimiento de funciones equi-
valentes a las exigidas por la normativa vigente.



| 55 | DERECHO CIVIL 2.0

c.	 El reconocimiento se configura como el procedimiento me-
diante el cual la autoridad administrativa competente otorga 
validez oficial y equipara a las entidades de certificación ex-
tranjeras dentro del sistema correspondiente.

El contrato electrónico 

Definición

Estos contratos pueden ser entendidos como acuerdos jurídicos de 
carácter patrimonial que se celebran a través de medios tecnológicos, 
permitiendo la manifestación del consentimiento entre las partes invo-
lucradas. En esencia, comprenden operaciones económicas realizadas 
entre las empresas y los consumidores con el objetivo de intercambiar 
bienes o servicios, utilizando para ello herramientas digitales como pla-
taformas en línea. Su utilización ha propiciado la apertura de nuevos ca-
nales de comercialización, optimizando tiempos y posibilitando la trans-
misión inmediata de información. Como consecuencia, se ha fortalecido 
la dinámica competitiva en los mercados a nivel global, impulsada tanto 
por la globalización como por el incremento de la demanda y la expan-
sión de los procesos de comercialización (De la Cruz, 2024).

La contratación se fundamenta en el principio de autonomía de 
la voluntad,  el cual constituye un elemento indispensable para la exis-
tencia de los contratos, ya que permite que una persona, en ejercicio de 
su libertad, decida vincularse jurídicamente y establecer relaciones con 
terceros (Muñoz, 2021).

En ese sentido, el contrato se comprende como un acto jurídico, y 
como una norma jurídica de carácter individual. Ello se debe a que in-
corpora un conjunto de reglas que rigen la conducta de las partes que 
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lo celebran, adquiriendo fuerza obligatoria siempre que se ajusten a los 
requisitos legales que le otorgan reconocimiento y validez (López, 2009).

Para efectos de análisis, resulta necesario diferenciar entre el pro-
ceso de formación del contrato y el producto final que de él se deriva, 
denominado propiamente contrato. En el primer caso, se trata del acto 
jurídico de contratación, el cual implica una secuencia de actuaciones, 
como la emisión de una oferta por parte del proponente y su eventual 
aceptación por el destinatario, quien también podría formular una 
contraoferta sujeta a aprobación. Este conjunto de actos configura un 
procedimiento que logra desarrollarse en distintos lapsos de tiempo, 
especialmente cuando las partes no se encuentran presentes, como sue-
le ocurrir en la contratación electrónica. Es solo cuando se alcanza un 
acuerdo definitivo sobre los derechos y obligaciones de las partes que se 
configura el contrato en sentido estricto.

Por lo tanto, la contratación electrónica es configurada como una 
modalidad contemporánea de contratación y, de intercambio de bienes 
y servicios, cuya relevancia ha ido en aumento con el paso del tiempo. Su 
uso creciente y sostenido la ha posicionado como un ámbito de especial 
interés jurídico, debido a su aplicación práctica cada vez más extendi-
da, consolidándose como uno de los mecanismos centrales mediante 
los cuales se dinamiza el intercambio de riqueza en la sociedad (Nieto, 
2016).

La formación del contrato requiere la concurrencia de dos manifes-
taciones de voluntad: la oferta y la aceptación, las cuales, consideradas 
aisladamente, carecen de eficacia para producir efectos jurídicos, pero 
al coincidir sobre un mismo objeto y existir de manera simultánea, se 
integran en una unidad volitiva que da origen al vínculo contractual. Es-
tas declaraciones no constituyen actos independientes o paralelos, sino 
expresiones recíprocas que se complementan en un momento determi-
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nado. Asimismo, pueden exteriorizarse por diversos medios, ya sea de 
forma verbal, escrita, mediante signos inequívocos o incluso a través de 
mecanismos preestablecidos o automatizados. En este sentido, basta la 
existencia de una oferta concreta y su aceptación conforme a las condi-
ciones fijadas para que surja el contrato, generando derechos y obliga-
ciones exigibles entre las partes, en el marco de una voluntad común que 
las articula y rige (Pizarro, 2007).

Con mucho acierto, para Elías (2010), la contratación por medios 
electrónicos plantea la necesidad de revisar los fundamentos e institu-
ciones del ordenamiento jurídico tradicional. Por un lado, invita a re-
plantear el rol clásico de los contratos como mecanismos reguladores 
de las relaciones jurídicas privadas; por otro, su inserción en un entorno 
dinámico que integra dimensiones económicas, internacionales y tecno-
lógicas exige reexaminar la concepción del Derecho general de la contra-
tación, históricamente construida sobre la base del contrato en soporte 
físico, la firma manuscrita y los principios propios del siglo XIX.

En consecuencia, no resulta suficiente trasladar de manera auto-
mática las normas tradicionales a la contratación electrónica bajo la sola 
premisa de que la voluntad se manifiesta de forma expresa. Por el con-
trario, se requiere un análisis más riguroso y especializado, ya que el uso 
de medios digitales introduce problemáticas particulares que no se pre-
sentan en la contratación convencional, así como diversos factores adi-
cionales que complejizan el proceso de formación del consentimiento.

Ello se explica por la naturaleza particular y altamente técnica de la 
contratación electrónica, en la que la manifestación de voluntad puede 
producirse de forma inmediata o sin coincidencia temporal ni espacial 
entre las partes. Además, el uso de medios digitales implica la posibili-
dad de interferencias externas, como virus u otros agentes que podrían 
alterar el contenido de la voluntad expresada, lo que exige adoptar pre-
cauciones adicionales en este tipo de contratación.
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El término contrato electrónico, en sentido estricto, se utiliza para 
referirse al acuerdo de voluntades que se perfecciona mediante el uso 
de dispositivos electrónicos capaces de almacenar información y que se 
encuentran interconectados a redes de telecomunicaciones, siendo In-
ternet la más relevante en la actualidad.

En el ordenamiento jurídico español existe una normativa espe-
cífica en materia de comercio electrónico, particularmente la Ley de la 
Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, que define el con-
trato electrónico como aquel en el que tanto la oferta como la aceptación 
se transmiten mediante equipos electrónicos destinados al tratamiento 
y almacenamiento de datos, conectados a redes de telecomunicaciones. 
A partir de ello, se entiende que este tipo de contrato se caracteriza por 
su celebración a través de dichos medios tecnológicos. En contraste, en 
sistemas jurídicos donde no existe una regulación expresa, se concibe 
el contrato electrónico de manera más amplia, abarcando todo acuerdo 
que genera o transfiere derechos y obligaciones celebrado mediante he-
rramientas electrónicas, siempre que estas incidan en la formación de la 
voluntad de las partes.

La inclusión de todo tipo de medios electrónicos, incluso aquellos 
que puedan surgir con los avances tecnológicos, representa una venta-
ja al dotar de flexibilidad al concepto; sin embargo, también implica el 
inconveniente de mantener una definición excesivamente amplia de la 
contratación electrónica, lo que dificulta la precisión de reglas especí-
ficas que resultan necesarias en atención a las particularidades de esta 
modalidad contractual.

Si bien, conforme a la legislación vigente, los contratos electróni-
cos deben cumplir con los elementos de existencia y los requisitos de 
validez aplicables a cualquier acuerdo, ello no resulta suficiente debido 
a que esta modalidad presenta características propias y puede generar 
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problemáticas específicas derivadas de los medios tecnológicos utiliza-
dos para la formación del consentimiento. En este sentido, aunque el 
contrato electrónico constituye una forma más de vinculación jurídica 
entre las partes con efectos legales, es indispensable reconocer sus par-
ticularidades para resolver eventuales controversias interpretativas sin 
que la tecnología se convierta en un factor de ineficacia, manipulación o 
incertidumbre respecto a la verdadera voluntad de los contratantes. Por 
ello, se hace necesaria una regulación más específica o desarrollada que 
atienda estas singularidades, especialmente en aspectos como el con-
sentimiento y la forma contractual.

El consentimiento en el contrato electrónico

El consentimiento constituye un elemento importante para la exis-
tencia del acto jurídico y se presenta como uno de los requisitos esen-
ciales que permiten la formación del contrato, entendido este como el 
acuerdo entre dos o más voluntades destinado a generar o transmitir 
derechos y obligaciones.

En la contratación electrónica, el consentimiento se configura 
como la manifestación de voluntad de las partes expresada a través de 
medios digitales, ya sea mediante clics de aceptación, firmas electróni-
cas u otros mecanismos tecnológicos que permitan evidenciar la confor-
midad con los términos del contrato. Este elemento conserva su esencia 
jurídica tradicional, pero presenta particularidades derivadas del entor-
no virtual, como la ausencia de contacto físico y la posible asincronía en 
la emisión y recepción de las declaraciones de voluntad. Por ello, resulta 
fundamental garantizar que el consentimiento sea libre, informado e in-
equívoco, así como asegurar su adecuada identificación y verificación, 
a fin de evitar vicios que puedan afectar la validez del contrato (Usma, 
2016).
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Dado que el ordenamiento jurídico nacional no contempla una 
regulación amplia en materia de contratación electrónica, a pesar de la 
creciente relevancia que esta ha adquirido debido al uso cotidiano de los 
medios digitales y a las facilidades que estos ofrecen, resulta pertinente 
advertir la necesidad de desarrollar un marco normativo más integral en 
este ámbito. En particular, se evidencia la importancia de fortalecer la 
regulación relativa al consentimiento, cuya configuración actual presen-
ta vacíos, tal como se evidenciará en las consideraciones que se expon-
drán a continuación.

Se sostiene que el consentimiento no es otra cosa que la manifes-
tación externa de la voluntad humana, la cual puede expresarse a través 
de múltiples medios, como gestos, palabras, escritos o herramientas tec-
nológicas como el fax o el correo electrónico. En este sentido, no puede 
hablarse propiamente de un “consentimiento electrónico”, sino más bien 
de una forma electrónica de expresar el consentimiento, pues admitir 
lo contrario implicaría atribuir voluntad a los medios tecnológicos, des-
conociendo que esta es una cualidad propia y exclusiva del ser humano, 
que lo distingue de las máquinas y de otros seres vivos (Moreno, 2017).

Se plantea que el consentimiento debe entenderse como la exte-
riorización de la voluntad humana, la cual puede manifestarse mediante 
diversos medios, ya sean gestuales, verbales, escritos o a través de he-
rramientas tecnológicas como el fax o el correo electrónico. Bajo esta 
perspectiva, no resulta correcto hablar de un “consentimiento electró-
nico”, sino únicamente de una modalidad electrónica de manifestar el 
consentimiento, ya que sostener lo contrario implicaría atribuir voluntad 
a los medios tecnológicos, desconociendo que esta es una facultad ex-
clusiva del ser humano que lo diferencia de las máquinas y otros seres 
vivos (Pineda, 2008).

En rigor, la normativa vigente no aborda de manera precisa los as-
pectos fundamentales relativos a la formación del consentimiento en la 
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contratación electrónica, tales como el momento, el lugar y la forma en 
que este se perfecciona, lo que genera interrogantes sobre cuándo se 
produce la coincidencia de voluntades y si este tipo de contratos debe 
considerarse celebrado entre ausentes. En este contexto, se debe te-
ner en cuenta que la existencia del acuerdo exige una manifestación de 
voluntad clara e inequívoca, requisito que no siempre se cumple en el 
ámbito digital, sobre todo cuando el consentimiento no se produce de 
manera inmediata.

De acuerdo con la teoría general de las obligaciones y los contratos, 
para que un contrato sea válido y produzca efectos jurídicos, es indispen-
sable la concurrencia del consentimiento y el objeto. El consentimiento, 
como una expresión interna y personal de la voluntad, se ha perfecciona-
do tradicionalmente mediante manifestaciones externas como la firma 
en los contratos escritos, la palabra en los acuerdos verbales o incluso 
gestos inequívocos. Sin embargo, en el ámbito de la contratación elec-
trónica, la manifestación de dicha voluntad adquiere particularidades 
que la asimilan a una forma expresa de consentimiento, aunque su iden-
tificación y verificación resultan más complejas debido a los medios tec-
nológicos involucrados.

Es importante tener presente que el consentimiento se integra 
por dos manifestaciones, como lo son: la oferta formulada por una de 
las partes y la aceptación emitida por la otra. No obstante, entre ambos 
momentos pueden presentarse diversas situaciones de riesgo, ya que 
no siempre existe una coincidencia plena entre la propuesta y su acep-
tación, lo que puede generar incertidumbre respecto a la formación del 
consentimiento.

En la práctica, puede ocurrir que una oferta definida sea dirigida 
a varios destinatarios y alguno de ellos exprese su aceptación; sin em-
bargo, esta no siempre se manifiesta con la misma claridad, ni llega de 
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forma oportuna o exacta al oferente, e incluso pueden presentarse múl-
tiples aceptaciones de manera simultánea. Estas circunstancias se tor-
nan más complejas cuando el consentimiento se forma entre partes no 
presentes, especialmente si se encuentran en ubicaciones distantes.

En el ámbito de la contratación electrónica, resulta necesario reto-
mar la distinción entre el proceso de formación del acuerdo y el contrato 
como resultado final de dicho proceso. En ese sentido, interesa centrar-
se en la contratación entendida como el conjunto de actos orientados 
a la convergencia de voluntades, ya que, al emplearse medios electró-
nicos, la manifestación de la voluntad atraviesa diversas etapas, desde 
su formación interna hasta su exteriorización mediante herramientas 
tecnológicas, lo que puede generar dificultades o interferencias en su 
adecuada transmisión.

Para que una propuesta contractual pueda ser calificada como una 
oferta válida y, en consecuencia, genere obligación para quien la emite, 
se debe evidenciar de forma clara e inequívoca la voluntad del oferente 
de quedar vinculado jurídicamente por ella. Esto es, en primer lugar, que 
la oferta contenga todos los elementos necesarios para que el destinata-
rio solo deba aceptarla sin realizar adiciones. Asimismo, debe despren-
derse con claridad la intención del oferente de celebrar un contrato con 
el o los destinatarios a quienes va dirigida. Del mismo modo, la propues-
ta debe ser lo suficientemente precisa, en donde se incorporen los ele-
mentos esenciales propios del tipo contractual correspondiente. Final-
mente, es necesario que se establezca un plazo de vigencia que delimite 
temporalmente la posibilidad de aceptación de la oferta (Pineda, 2008).

Es posible que, en el uso de medios electrónicos para el tratamien-
to y almacenamiento de datos vinculados a redes de telecomunicacio-
nes, se produzcan fallas tanto en los programas como en su funciona-
miento. La transmisión de información, lejos de ser un proceso sencillo, 
puede verse afectada por diversas contingencias, ya que los sistemas 
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informáticos no siempre operan de manera estable. A ello se suma la 
eventual presencia de virus que alteran el rendimiento de los equipos, 
así como la posibilidad de que terceros accedan o intercepten los datos 
que circulan entre los usuarios que emplean estas redes para la celebra-
ción de contratos.

Es importante delimitar de qué manera se configura el consenti-
miento en el ordenamiento jurídico vigente respecto de los contratos en 
general, dado que no existen disposiciones particulares para aquellos 
celebrados mediante medios electrónicos. En ese sentido, en lo que con-
cierne a la oferta o propuesta contractual, resulta necesario diferenciar 
diversas situaciones: si esta se realiza entre personas presentes o ausen-
tes, si se establece o no un plazo para su aceptación, y, adicionalmente, 
si su emisión se efectúa a través de medios electrónicos o mediante me-
canismos tradicionales.

Cuando la oferta se formula entre personas presentes y no se esta-
blece un plazo para su aceptación, esta pierde eficacia si no es aceptada 
de forma inmediata. Esta misma lógica puede extenderse a las ofertas 
realizadas mediante medios electrónicos que permitan una interacción 
instantánea entre la emisión de la propuesta y su aceptación, como ocu-
rre en una videoconferencia. Sin embargo, dicha regla no resulta aplica-
ble a formas de comunicación electrónica que no garantizan inmediatez, 
como el correo electrónico, en el que existe un desfase temporal entre el 
envío y la recepción del mensaje.

Cuando la oferta se formula entre personas presentes y se ha es-
tablecido un plazo, el oferente permanece obligado por la misma has-
ta que dicho término expire. En cambio, tratándose de una oferta entre 
ausentes en la que no se ha fijado un plazo de vigencia, el proponente 
queda vinculado durante un periodo de tres días, al que debe añadirse 
el tiempo requerido para el envío y la respuesta por correo ordinario, o 
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aquel que razonablemente se considere suficiente en ausencia de este 
servicio, atendiendo a la distancia y a las condiciones de comunicación 
entre las partes.

Respecto de la aceptación, corresponde igualmente diferenciar di-
versas circunstancias: si se produce entre personas presentes o ausen-
tes, si existe o no un plazo para su realización, y si se canaliza mediante 
medios electrónicos, ópticos u otras tecnologías. En el caso de la acep-
tación entre presentes sin establecimiento de plazo, esta debe emitirse 
de manera inmediata, criterio que también se aplica a aquellas ofertas 
realizadas por medios electrónicos que posibiliten una comunicación 
instantánea de la voluntad. Si la aceptación no se expresa de forma in-
mediata en estos supuestos, el oferente deja de quedar vinculado por la 
propuesta efectuada.

Conviene reiterar que el correo electrónico no permite una comu-
nicación inmediata, por lo que en estos supuestos la aceptación debe 
entenderse como realizada entre ausentes. Asimismo, cuando se trata 
de una oferta entre ausentes que no contempla un plazo de vigencia, la 
aceptación únicamente será válida si se produce antes de que el oferente 
retire la propuesta y siempre que el destinatario no haya tenido conoci-
miento de dicha revocación.

Si bien la contratación electrónica aporta ventajas relevantes en 
cuanto a eficiencia y facilidad de acceso, también plantea importantes 
retos en materia de seguridad jurídica. Aun cuando el uso de firmas di-
gitales certificadas y software especializado ofrece un elevado nivel de 
protección, persisten inquietudes respecto a su posible exposición fren-
te a ciberataques (De la Cruz, 2024).

Es necesario destacar que no puede equipararse la manifestación 
de voluntad simple con aquella que se exterioriza mediante medios 
electrónicos, pues su naturaleza y forma de expresión difieren sustan-
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cialmente. La primera suele materializarse de manera oral o a través de 
soportes físicos como el papel, mientras que la segunda se transmite en 
un entorno digital o virtual, sin un soporte material directo. Esta dife-
rencia estructural puede generar diversas complicaciones en cuanto a su 
interpretación, verificación y efectos jurídicos.

La teoría del conocimiento o cognoscitiva introduce un estándar 
más estricto, pues para considerar perfeccionado el consentimiento no 
basta con la sola manifestación de voluntad del aceptante. Además de 
dicha declaración, se exige que esta haya llegado efectivamente al cono-
cimiento del oferente (Pinochet, 2005).

En ese sentido, el contrato electrónico puede configurarse tanto 
entre presentes como entre ausentes, dependiendo de si el consenti-
miento se forma de manera inmediata o diferida. No obstante, en cual-
quiera de estas modalidades, se incrementan las probabilidades de error 
en la declaración de la voluntad o en su recepción por el destinatario. 
Asimismo, pueden presentarse dificultades relacionadas con la identi-
ficación de las partes contratantes, existiendo incluso la posibilidad de 
que se utilicen nombres o datos inexactos o falsificados.

En este sentido, cuando un contrato electrónico es celebrado por 
un sujeto anónimo, ello implica que no es posible determinar en abso-
luto su identidad ni los atributos vinculados a ella a través de este me-
dio, ya que no existe forma de relacionar la identificación utilizada en 
internet con una persona natural o jurídica específica. En cambio, si se 
emplea un seudónimo que puede ser vinculado a un individuo concreto, 
estaremos frente a una persona identificable; por el contrario, si dicha 
atribución no es posible, se tratará nuevamente de un sujeto anónimo 
(Zubillaga, 2024).

En la práctica es frecuente que los contratos electrónicos se cele-
bren sin que se determine con claridad el momento exacto en que se per-
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fecciona el consentimiento. Frente a ello, algunos ordenamientos jurídi-
cos consideran concluido el contrato cuando se emite un acuse de recibo 
respecto de la aceptación previamente realizada. Bajo este esquema, el 
proceso suele comprender varias etapas: en primer lugar, la formulación 
de una oferta a través de la web; posteriormente, la aceptación del con-
trato mediante el llenado de un formulario y la acción de hacer “click” 
en la opción “Acepto”; y finalmente, el envío automático de un correo 
electrónico al oferente que cumple la función de confirmación o acuse 
de recibo.

Cuando se formula una propuesta u oferta por parte del solicitante 
en el entorno virtual y esta se dirige al potencial aceptante, el consenti-
miento no se configura en el momento de la emisión o envío de la ofer-
ta, sino cuando el destinatario virtual manifiesta su conformidad con la 
propuesta y comunica su aceptación al oferente. Sin embargo, en ciertos 
ordenamientos jurídicos está sola manifestación no resulta suficiente, 
pues se exige además la existencia de un acuse de recibo para considerar 
perfeccionado el consentimiento contractual.

El artículo 1374 del Código Civil Peruano (1984), el cual establece 
que: 

La oferta, su revocación, la aceptación y cualquier otra decla-
ración contractual 	dirigida a determinada persona se consi-
deran conocidas en el momento en que 	llegan a la dirección 
del destinatario, a no ser que éste pruebe haberse 	encontra-
do, sin su culpa, en la imposibilidad de conocerla. Si se realiza 
a través 	de medios electrónicos, ópticos u otro análogo, se 
presumirá la recepción de la 	 declaración contractual, cuan-
do el remitente reciba el acuse de recibo.

De la disposición mencionada se desprende que no resulta sufi-
ciente la simple transmisión de la voluntad a través de medios electróni-
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cos, ya que es necesario contar con un acuse de recibo de la misma, par-
ticularmente cuando dicha manifestación corresponde a la aceptación 
de una oferta, siendo en ese momento cuando el contrato se entiende 
perfeccionado. No obstante, esta materia carece de una regulación ho-
mogénea. Lo que sí se ha admitido de manera general es que el contrato 
electrónico se presume celebrado en el lugar donde se formuló la oferta.

Este panorama evidencia la conveniencia de desarrollar una regu-
lación más completa respecto del consentimiento en los contratos elec-
trónicos, con el fin de evitar las diversas dificultades que surgen en la 
práctica y, al mismo tiempo, garantizar la continuidad y viabilidad de la 
contratación por medios electrónicos.

La forma en la contratación electrónica

La forma en que se lleva a cabo la contratación en la negociación 
electrónica constituye un aspecto de especial relevancia, ya que, una vez 
que las voluntades concurren para la formación del consentimiento, es 
necesario observar una determinada forma que permita la eficacia del 
contrato. Ello resulta fundamental para evitar incertidumbres respecto 
de la correspondencia entre la información, la oferta y la aceptación, así 
como en relación con el momento en que cada una de estas fue envia-
da. Asimismo, la formalidad en la contratación electrónica adquiere una 
importancia particular, pues permite acreditar de manera fehaciente la 
existencia de un contrato celebrado mediante medios electrónicos.

Debe considerarse que en la contratación electrónica las par-
tes pueden intervenir sin que necesariamente se conozca con certeza 
su identidad, e incluso algunas podrían actuar de manera contraria a 
la buena fe, llegando a desconocer posteriormente el acto jurídico ce-
lebrado. En este contexto, puede presentarse el problema de que, una 
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vez perfeccionado el contrato, no exista un medio probatorio sólido que 
permita determinar con claridad quién fue la contraparte contractual. 
Generalmente, lo único disponible sería una copia del documento elec-
trónico almacenado en el propio equipo del usuario, el cual, además, 
podría ser susceptible de manipulación, alterándose su contenido o mo-
dificándose algunas de sus cláusulas.

Dado que en la contratación electrónica no se cuenta con un so-
porte físico que otorgue plena eficacia a las manifestaciones de volun-
tad expresadas por las partes, se han desarrollado diversas alternativas 
orientadas a dotar de existencia jurídica al acto que se desea celebrar. En 
este sentido, resulta pertinente analizar la forma en que dichas manifes-
taciones pueden generar efectos jurídicos, partiendo de ciertas conside-
raciones básicas.

En el pasado, los contratos celebrados de forma verbal solían re-
solverse mediante el uso de documentos escritos y la firma de las partes 
cuando surgían controversias entre los contratantes. En la actualidad, 
es necesario implementar mecanismos que permitan prevenir o resolver 
los conflictos que puedan presentarse entre quienes celebran contratos, 
especialmente cuando estos se realizan a través de medios electrónicos, 
procurando que tales soluciones no dificulten ni perjudiquen a las par-
tes que buscan contratar y obligarse mediante estas herramientas.

Si bien resulta aplicable el régimen general de los contratos y de las 
obligaciones a los acuerdos de voluntades que se perfeccionan median-
te medios electrónicos, no debe ignorarse que esta modalidad presenta 
características propias y particulares. En atención a ello, se justifica la 
necesidad de diseñar regulaciones específicas que respondan adecuada-
mente a las exigencias derivadas de esta forma de contratación, con la 
finalidad de prevenir o solucionar de manera eficaz los conflictos jurídi-
cos que puedan generarse.
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De acuerdo con la normativa vigente, el consentimiento en los con-
tratos electrónicos se exterioriza de forma expresa, sin embargo, no es 
evidente cuál es la forma jurídica que adopta este tipo de contratación. 
No puede sostenerse de manera absoluta que se trate de una forma es-
crita, ya que no siempre existe un documento físico que permita acredi-
tar de manera indubitable la manifestación de voluntad que se realiza 
por medios electrónicos.

Es necesario considerar las particularidades propias de la contrata-
ción electrónica en Internet, por tratarse del medio más utilizado en la 
práctica. En este contexto, las partes suelen relacionarse con fines eco-
nómicos o contractuales, expresando su voluntad mediante mensajes 
electrónicos que son generados e intercambiados a través de equipos y 
sistemas telemáticos interconectados mediante redes de telecomunica-
ciones de alcance global.

Es correcto señalar que el uso de medios electrónicos permite vi-
sualizar el contenido del contrato de manera completa en la pantalla de 
un equipo informático, además de posibilitar su almacenamiento o re-
producción para efectos de conservación. En este escenario, se dejan de 
lado los documentos escritos convencionales y la firma manuscrita tra-
dicional, los cuales son reemplazados por sus equivalentes en formato 
electrónico. Sin embargo, ello no implica necesariamente que se trate de 
un contrato celebrado por escrito, aun cuando hoy en día se reconozca la 
existencia de documentos en soporte digital o virtual.

Con la finalidad de dotar al contrato electrónico de una estructura 
más cercana a la del contrato tradicional por escrito, se ha incorporado 
la figura de la firma electrónica. Gracias a ello, se sostiene que es posible 
contar con un “documento” que reúne los elementos esenciales, al incluir 
un contenido susceptible de lectura y una firma que permite identificar a 
las partes intervinientes. No obstante, en la práctica, tales requisitos no 
siempre se verifican de manera plena.
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En consecuencia, Internet propicia una modalidad de contratación 
que resulta particular, en tanto se desarrolla entre diversos operadores 
dentro de un entorno virtual, abierto y de alcance global. No obstante, 
su aplicación práctica ha evidenciado múltiples dificultades, tales como 
la comisión de fraudes, el incumplimiento de los contratos o la modifi-
cación de las modalidades y condiciones pactadas al momento de su ce-
lebración. Estas situaciones generan dudas sobre la conveniencia de uti-
lizar este tipo de medios para la formación de acuerdos de voluntades.

Desde una perspectiva analítica, la contratación por medios elec-
trónicos, sobre todo a través de Internet, resulta conveniente debido a 
las facilidades y ventajas que ofrece en la práctica. En ese sentido, se ad-
vierte la necesidad de desarrollar un marco normativo más robusto que 
permita dotar de mayor seguridad jurídica a esta modalidad de contra-
tación.

En términos generales, puede señalarse que la ausencia de inte-
gridad en la información recibida puede ocasionar que el emisor de la 
declaración no quede jurídicamente vinculado por su contenido. Cuan-
do la discrepancia entre la información emitida y la efectivamente re-
cibida impide la formación válida del acuerdo de voluntades, al generar 
un error respecto de la identidad del bien objeto del contrato o de la 
naturaleza del acto jurídico propuesto, se estaría ante un supuesto de 
inexistencia del acto por tratarse de un error obstativo. Por otro lado, si 
dicha falta de integridad da lugar a un error de hecho o de derecho sobre 
el motivo determinante de la voluntad expresada en la celebración del 
acto, o que pueda deducirse de la propia contratación, de modo que, de 
haberse conocido las circunstancias reales o jurídicas, el destinatario no 
habría contratado o lo habría hecho en condiciones distintas, conforme 
al artículo 219 del Código Civil peruano, ello configuraría una causal de 
nulidad de la manifestación de voluntad. Finalmente, únicamente en los 
casos en que la deficiencia en la declaración genere un error referido a 
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aspectos accidentales del objeto o de la persona, la declaración podría 
mantenerse válida y producir efectos jurídicos.

En consecuencia, resulta evidente que en el marco de un contrato 
electrónico pueden presentarse problemas vinculados a la integridad de 
la información, situación que se configura cuando el contenido incorpo-
rado por una de las partes en un mensaje de datos no coincide con aquel 
que es recibido por la contraparte. Si a ello se añade la posible ausencia 
de identidad, es decir, la imposibilidad de atribuir de manera cierta los 
mensajes a sujetos determinados, se advierte que la regulación vigen-
te en materia de contratación electrónica presenta ciertas deficiencias. 
Esta circunstancia pone de relevancia la imperiosa necesidad de una re-
visión del marco normativo, así como de la implementación de las modi-
ficaciones que resulten pertinentes.

Cabe mencionar que en otros países en donde se ha evolucionado 
más en cuanto a la contratación electrónica, se han previsto ciertas for-
mas respecto a la celebración de los contratos, por ejemplo, en los Esta-
dos Unidos de América, en donde se contemplan algunas modalidades 
que conviene mencionar solamente para tener un enfoque comparativo, 
sin que esto signifique que así tengan que ser los contratos, ni mucho 
menos que sea la forma más acertada.

En primer término, se encuentran los denominados contratos 
shrink-wrap o click-wrap, que corresponden a aquellos acuerdos que in-
cluyen condiciones generales o licencias de uso, normalmente asociadas 
a programas informáticos. Su denominación proviene de su presentación 
habitual dentro del embalaje del software. Estas condiciones pueden 
encontrarse impresas en soporte físico (shrink-wrap), aunque también es 
común que se exhiban en la pantalla durante la instalación del programa 
o incluso cada vez que este se ejecuta (click-wrap). Al tratarse de cláusu-
las predispuestas, les resulta aplicable la normativa relativa a condicio-
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nes generales de la contratación. En este tipo de acuerdos, el consenti-
miento se considera otorgado cuando el usuario adquiere el producto 
y efectúa el pago correspondiente, siempre que en ese momento haya 
tenido la posibilidad real de acceder y conocer dichas condiciones gene-
rales (Figueroa & Julcamoro, 2024).

Por otra parte, se encuentra el denominado browse-wrap, modali-
dad en la cual el usuario no está obligado a aceptar ni siquiera a revisar 
o tomar conocimiento de los términos contractuales para poder efectuar 
la transacción. En estos supuestos, lo único que se ofrece es un enlace 
dentro del sitio web que dirige a una página donde se encuentran di-
chas condiciones. Esta forma de incorporación de cláusulas ha generado 
cuestionamientos, en la medida en que puede no brindar la suficiente 
seguridad jurídica a las partes involucradas en la contratación (Figueroa 
& Julcamoro, 2024).

Como se advierte, incluso en los países más desarrollados no pue-
de sostenerse que la contratación electrónica haya alcanzado un grado 
plenamente consolidado o avanzado. Ello implica que aún es necesario 
continuar su evolución para identificar mecanismos adecuados que res-
pondan a las particularidades y contextos propios de cada realidad, los 
cuales varían según la región y la cultura. Sin embargo, debe tenerse 
presente que se trata de una forma de contratación en la que predomi-
nan intereses comunes y finalidades de carácter económico. Asimismo, 
el proceso de globalización exige la adopción de criterios generales que 
permitan resolver de manera uniforme conflictos similares, especial-
mente si se considera que los contratos electrónicos pueden celebrarse 
entre partes ubicadas en distintos países.

Así que, es pertinente prestar mayor atención a la contratación 
electrónica, ya que no la podemos quitar de nuestro medio, antes bien 
debe promoverse su operatividad, siempre que se cuente con el marco 
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jurídico actualizado y apropiado para tratar de resolver los diferentes 
problemas que se presenten en la realidad.

Clasificación de los contratos electrónicos

Existen diversos criterios para clasificar los contratos, los cuales 
pueden derivarse tanto de la normativa vigente como de los aportes de-
sarrollados por la doctrina. A partir de estas perspectivas, resulta per-
tinente analizar las formas en que pueden categorizarse los contratos 
electrónicos, con el propósito de comprender mejor su naturaleza, sus 
características y las modalidades en que se manifiestan. Este análisis 
puede servir, además, como referencia para la eventual formulación de 
propuestas normativas aplicables a esta modalidad contractual, cuya 
expansión en la sociedad ha sido notable en los últimos años.

Por lo que, es necesario considerar también la forma en que se per-
fecciona el contrato electrónico, ya que este puede celebrarse en tiempo 
real en determinados supuestos; no obstante, ello no ocurre en todos los 
casos. Así, por ejemplo, cuando la contratación se realiza mediante co-
rreo electrónico, se configura un contrato entre ausentes, con las conse-
cuencias jurídicas que dicha modalidad implica.

En primer término, si se atiende a la finalidad principal de los con-
tratos electrónicos, ya sea de naturaleza esencialmente económica, en 
cuanto buscan satisfacer intereses o necesidades de las partes, resulta 
claro que se trata de contratos bilaterales o sinalagmáticos, dado que 
ambas partes asumen obligaciones recíprocas motivadas por sus respec-
tivos intereses. En efecto, quienes contratan en entornos virtuales gene-
ran derechos y deberes correlativos, ya sea para obtener un bien o servi-
cio a cambio de una contraprestación económica. Cabe recordar que, en 
general, los contratos poseen un contenido patrimonial, y los celebrados 
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por medios electrónicos no constituyen una excepción; por el contrario, 
sus particularidades acentúan este carácter, evidenciando la existencia 
de obligaciones y derechos para ambas partes.

Cabe aclarar que aun cuando se hace la oferta por el oferente vir-
tual, se podría estar ante la figura de un contrato de adhesión, o bien 
podría equipársele, pero tal supuesto no significa que solo una de las 
partes se obligue, toda vez que se hace la propuesta, más no se tiene por 
entendido que solo una parte se obligue, es decir, la oferta se hace para 
que otra persona acepte las condiciones que se imponen, de donde sur-
girán, en caso de haber aceptante, derechos y obligaciones para ambas 
partes, esto es, tanto para el oferente como para el aceptante virtuales.

Los contratos shrinkwrap se entienden como contratos de adhesión 
en los que el fabricante incorpora los términos y condiciones dentro del 
propio producto. De forma similar, los contratos clickwrap también cons-
tituyen contratos de adhesión, los cuales, al igual que los shrinkwrap, 
no se ajustan plenamente al concepto de consentimiento mutuo ni a la 
negociación propia de la teoría general del contrato. Por su parte, los 
contratos browsewrap consisten en acuerdos disponibles en línea para su 
consulta, pero cuya aceptación no es exigida al usuario como condición 
previa para acceder al sitio web o utilizar los servicios digitales. En este 
sentido, también son considerados contratos de adhesión (Usma, 2016).

No se debe confundir el hecho de que en los contratos de adhesión 
las cláusulas son redactadas unilateralmente por el oferente Esto no sig-
nifica que el contrato sea unilateral, habida cuenta que la bilateralidad 
consiste en que los derechos y obligaciones que surgen son para ambas 
partes.

Un segundo criterio de clasificación permite sostener que el con-
trato electrónico tiene naturaleza onerosa, en la medida en que impli-
ca la existencia de ventajas y cargas recíprocas para las partes. Sobre 



| 75 | DERECHO CIVIL 2.0

este punto, resulta pertinente acudir a la precisión realizada por Pérez 
(2004), quien advierte que con frecuencia se confunden los contratos bi-
laterales con los onerosos. No obstante, como ya se ha señalado, el con-
trato bilateral alude a la reciprocidad de las obligaciones, mientras que 
el contrato oneroso se refiere a la existencia de beneficios y sacrificios 
económicos entre los contratantes.

Resulta evidente que se trata de conceptos diferenciados, pues los 
derechos y obligaciones no se identifican con las pérdidas o ganancias 
que puedan derivarse de la relación contractual. Si bien ambos aspectos 
guardan relación con el contenido patrimonial del contrato, el cual se 
manifiesta con particular intensidad en la contratación electrónica, no 
debe incurrirse en el error de equiparar la bilateralidad del contrato con 
su carácter oneroso, ya que se trata de categorías jurídicas distintas.

Por otra parte, el contrato electrónico puede ser calificado como 
conmutativo, en la medida en que las prestaciones asumidas por las par-
tes quedan determinadas desde el momento de su celebración, permi-
tiendo que cada una de ellas pueda valorar de inmediato el beneficio o 
perjuicio que le genera el acuerdo. Cabe precisar que, si bien el oferente 
virtual permanece en una situación de expectativa e incertidumbre has-
ta recibir la aceptación del destinatario, una vez que esta se produce y el 
contrato se perfecciona, las prestaciones resultantes quedan claramen-
te establecidas y conocidas por ambas partes desde su origen (López, 
2009).

El contrato electrónico se caracteriza por ser consensual, en con-
traposición a los contratos reales, ya que su perfeccionamiento no de-
pende de la entrega material del bien, sino únicamente del acuerdo de 
voluntades entre las partes, el cual basta para que el contrato produzca 
efectos jurídicos. Debe considerarse que, en la práctica, la contratación 
electrónica suele realizarse principalmente a través del correo electró-
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nico, lo que le otorga el carácter de contrato celebrado entre ausentes. 
En este contexto, no resulta posible la entrega inmediata del bien ni la 
ejecución simultánea del servicio objeto del contrato, e incluso el pago 
tampoco se efectúa en ese mismo momento, aunque es frecuente el uso 
de tarjetas de crédito como mecanismo que garantiza el cumplimiento 
de la obligación. En cualquier caso, al no existir entrega física de la cosa, 
se reafirma su naturaleza consensual.

Según otro criterio de clasificación, el contrato electrónico puede 
ser considerado de carácter formal, en tanto su validez exige el cumpli-
miento de ciertas formalidades para la eficacia del acto jurídico. Debido 
a la limitada seguridad que puede presentarse en la realización de actos 
jurídicos a través de medios electrónicos, y con el propósito de prevenir 
conductas de mala fe o posibles alteraciones del contenido, se requiere 
observar determinados requisitos formales al momento de su celebra-
ción. Todo ello tiene como finalidad garantizar que el acto produzca 
efectos jurídicos de manera cierta y que, en caso de controversia, cuen-
te con el valor y la eficacia probatoria necesarios para su acreditación 
(López, 2009).

En relación con lo expuesto, se advierte que el ordenamiento ju-
rídico nacional no contiene disposiciones suficientes que otorguen la 
formalidad requerida a los contratos celebrados por medios electróni-
cos. Para ello, resulta necesario considerar si estos se perfeccionan de 
manera inmediata —es decir, en tiempo real— o si se configuran como 
contratos entre ausentes, como ocurre en las comunicaciones realizadas 
por correo electrónico. No obstante, en ambos supuestos, se hace indis-
pensable una regulación más detallada en lo relativo a la forma, a fin de 
brindar mayor seguridad jurídica y fomentar el desarrollo de esta moda-
lidad contractual.
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Por otro lado, el contrato electrónico puede calificarse como prin-
cipal, en la medida en que, por regla general, posee autonomía y no de-
pende de otro contrato para su existencia; de lo contrario, tendría carác-
ter accesorio. En este sentido, debe tenerse en cuenta que el desarrollo 
tecnológico no debe contraponerse a la finalidad para la cual fue conce-
bido, puesto que los medios electrónicos han sido diseñados para facili-
tar las actividades cotidianas y optimizar el uso del tiempo mediante el 
acceso a entornos virtuales. En consecuencia, desde el momento en que 
se formula una oferta, esta debe tener eficacia por sí misma, sin requerir 
de actos adicionales para dotarla de validez y certeza jurídica.

Uno de los criterios de clasificación que ha generado discusión en 
torno al contrato electrónico es el referido a su carácter típico o atípico. 
En ese sentido, se entiende por contrato nominado o típico aquel que 
se encuentra previsto en la legislación, ya sea en el Código Civil u otras 
normas especiales, cuyas consecuencias jurídicas han sido previamente 
establecidas. Por el contrario, el contrato innominado o atípico carece de 
una denominación específica y no cuenta con una regulación expresa y 
completa, por lo que resulta necesario aplicar, por analogía, las disposi-
ciones del contrato que presente mayor semejanza.

En lo que respecta al contrato electrónico, debe señalarse que, en 
la mayoría de los casos, se está ante contratos típicos o nominados, tales 
como la compraventa o la prestación de servicios, los cuales ya se en-
cuentran regulados de manera expresa en el ordenamiento jurídico. La 
particularidad radica en el medio utilizado para su celebración, de natu-
raleza electrónica, lo cual no altera su calificación jurídica ni los convier-
te en contratos atípicos.

Respecto de ello, Elías (2010), sostiene que la realidad jurídica se 
desarrolla como un proceso continuo en el tiempo y el espacio, por lo que 
no puede ni debe restringirse a formas primitivas o limitadas de creación 
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de derechos y obligaciones exclusivamente a aquellos contratos expre-
samente regulados por la ley. En ese sentido, afirma que el derecho, por 
su propia naturaleza, es una disciplina dinámica que debe adaptarse de 
manera paralela a las crecientes necesidades de la sociedad, contribu-
yendo así a la preservación del Estado de Derecho, la paz social, el desa-
rrollo económico y político de la nación, así como al progreso sociocultu-
ral, tecnológico y educativo de sus integrantes. Asimismo, destaca que 
esta evolución permite una interacción jurídico-comercial tanto entre 
particulares como entre estos y el Estado, o incluso entre distintos Esta-
dos, lo que conlleva necesariamente al surgimiento constante de nuevas 
figuras jurídicas que generan derechos y obligaciones entre las partes 
que celebran determinados actos jurídicos. Estas figuras, en un inicio, 
pueden no encontrarse reguladas por el ordenamiento jurídico en el que 
se desarrollan, pero responden a intereses particulares de los contratan-
tes. Posteriormente, debido a su reiteración en la práctica jurídica, ter-
minan siendo incorporadas al derecho positivo, dejando atrás su carác-
ter atípico para convertirse en contratos típicos reconocidos y regulados 
por la legislación.

Es oportuno destacar que los comentarios anteriores se hicieron 
en torno al contrato electrónico, ya que el mismo admite la posibilidad 
de que dadas sus características y evolución pueda manifestarse de una 
manera atípica, con lo cual la voluntad de los contratantes se convierte 
en norma suprema, es decir, debe en su caso estarse en primer término 
a lo que las partes entendieron o quisieron contratar, siempre, por su-
puesto, atendiendo a la prudencia, los principios generales de derecho, 
la buena fe y la licitud en el objeto de los contratos.

Con lo expuesto se puede afirmar que los contratos electrónicos no 
cuentan con una completa regulación que favorezca su desarrollo y evo-
lución, por lo que es conveniente hacer algunas reformas con el fin de 
que se tenga la normatividad apropiada que responda a las exigencias 
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de nuestra época y condiciones actuales. Hay que tomar en considera-
ción que día a día el mundo vive más acelerado que nos vuelven más fácil 
y cómoda la vida en sociedad, en específico a los particulares. La tecnolo-
gía produce que se acorten tiempos y distancias y que hoy podemos ha-
blar en segundos a Alaska, Alemania, Japón o Bruselas a cualquier hora 
y en cualquier momento desde la comodidad de nuestro hogar, oficina, 
algún ciber-café, o bien en el trasporte público o privado. Por lo que tal 
sociedad debe contar con las disposiciones legales que favorezcan esa 
vida y permitan una evolución acorde a nuestro tiempo.

Los contratos electrónicos han adquirido una relevancia funda-
mental en el tráfico jurídico contemporáneo, al facilitar la celebración 
de acuerdos de manera rápida, eficiente y a distancia, superando las li-
mitaciones geográficas y temporales de la contratación tradicional. No 
obstante, esta evolución exige especial atención a la seguridad jurídica 
de las partes, ya que la ausencia de un soporte físico directo incrementa 
riesgos vinculados a la identidad, autenticidad y contenido de las decla-
raciones de voluntad. En ese sentido, resulta esencial implementar me-
canismos tecnológicos y normativos que garanticen la integridad, confi-
dencialidad y validez de las transacciones, asegurando así la protección 
efectiva de los contratantes y la confianza en este tipo de contratación 
(Calderón, 2024).

Es por ello que insistimos en revisar y modificar constantemente 
nuestra legislación, especialmente en lo que se refiere a contratación 
electrónica, ya que en nuestros días prácticamente todas las actividades 
que se realizan tienen que ver con actos jurídicos celebrados a través de 
medios electrónicos, por consiguiente, se debe contar con una normati-
vidad apropiada y actualizada. 
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Planteamiento del problema

La irrupción de las tecnologías de la información y la comunicación 
ha suscitado diversos cuestionamientos en el ámbito jurídico. Entonces, 
la expansión de la contratación masiva mediante medios electrónicos ha 
implicado la adopción de nuevos enfoques dentro del derecho contrac-
tual privado. Sin embargo, la experiencia ha evidenciado que, a pesar de 
estas innovaciones en las formas de contratación, aún no se cuenta con 
mecanismos suficientes que garanticen plenamente la seguridad y cer-
teza en los contratos celebrados por vías electrónicas.

En el ámbito del comercio electrónico se han evidenciado diversos 
problemas que aún no han sido regulados de manera integral por el De-
recho. El uso de medios electrónicos en las actividades comerciales se 
encuentra en constante crecimiento, siendo cada vez más frecuente que 
los usuarios de Internet satisfagan sus necesidades mediante la celebra-
ción de contratos electrónicos. Estos pueden definirse como aquellos 
acuerdos celebrados sin la presencia simultánea de las partes, quienes 
manifiestan su consentimiento en momentos y lugares distintos a través 
de dispositivos electrónicos de procesamiento y almacenamiento de da-
tos, conectados mediante sistemas de comunicación como radio, cable u 
otros medios electrónicos.

La insuficiente regulación del contrato electrónico en el ordena-
miento jurídico nacional ha generado un escenario de inseguridad ju-
rídica para los usuarios al momento de realizar transacciones digitales. 
Esta situación puede derivar en afectaciones patrimoniales, especial-
mente cuando las prestaciones o servicios contratados no se cumplen. 
Frente a ello, resulta pertinente proponer la incorporación expresa del 
contrato electrónico en el Código sustantivo, con el objetivo de garanti-
zar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de estas relaciones y 
fortalecer la protección en el marco del comercio electrónico.
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Formulación del problema 

¿Es posible regular la incorporación del contrato electrónico como 
un contrato típico en el código civil peruano?

Justificación 

La presente investigación se justifica porque urgente legislar dis-
posiciones legales sobre el comercio electrónico en nuestro país que 
aseguren el cumplimiento de la prestaciones y servicio que se contratan 
mediante medios electrónicos. Asimismo, buscamos otorgar certeza y 
seguridad jurídica en el tráfico mercantil electrónico, a fin de estable-
cer responsabilidad de carácter civil, administrativa y penal cada una las 
partes intervinientes en el caso de incumplimiento.

Objetivos:

En esta investigación hemos desarrollos un objetivo general y ob-
jetivos específicos que a continuación expondremos:

Objetivo general

Analizar la incorporación del contrato electrónico en el Código Civil 
peruano.

Objetivos específ icos

•	 Determinar las razones de tipicidad del contrato electrónico 

•	 Explicar las ventajas y desventajas del contrato electrónico.
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•	 Establecer las consecuencias jurídicas del contrato electrónico 
en el Perú. 

Hipótesis general

En el código civil peruano la incorporación del contrato electrónico 
deberá ser como un contrato típico.

Identificación de variables

Variable independiente

El contrato en el Código Civil peruano 

Variable dependiente

La incorporación del contrato electrónico en el Código Civil perua-
no.

Conceptualización de las variables

El contrato en el Código Civil peruano: el contrato es el acuerdo de 
dos o más partes para crear, regular, modificar o extinguir una relación 
jurídica patrimonial.

La incorporación del contrato electrónico en el Código Civil perua-
no: es la propuesta legislativa que busca el mejoramiento de las relacio-
nes jurídicas en el comercio electrónico en el ámbito nacional.
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Operalización de variables

Tabla 1. 

VARIBLE INDICADOR FUENTE

V1: El contrato electrónico 
en el código civil peruano

Doctrina jurídica
Normatividad vigente

Constitución Política de la 
república del Perú.

Código civil

V2: La incorporación del 
contrato electrónico en el 

código civil peruano

Doctrina jurídica
Normatividad vigente

Jurisprudencia
Legislación comparada

Código civil
Ley De Firmas Y Certifica-

dos Digitales, Promulgada 
Mediante LA LEY Nº 27269.

Reglamento De La Ley 
De Firmas Y Certificados 

Digitales, Promulgada 
Mediante Ley Nº 052-

2008-PCM
LEY 27291- DEL 

24/06/2000. Que incorpora 
la validez de la manifesta-
ción de voluntad realizada 
mediante medios electró-

nicos u análogos al artículo 
140 código civil.

Nota: Chanta Moncada (2019).

Criterio metodológico a emplear para la probanza de la 
hipótesis

En relación con la verificación doctrinal de la hipótesis planteada, 
se han empleado cuatro métodos científicos, los cuales se describen a 
continuación:

Método sistemático: se utiliza con la finalidad de organizar el co-
nocimiento, estructurándolo en conjuntos coherentes. En ese sentido, se 
aplica tanto en la recopilación como en la sistematización de la informa-
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ción vinculada al objeto de estudio, así como en el análisis e interpreta-
ción de las normas jurídicas pertinentes.

Método deductivo: permite partir de principios generales del or-
denamiento jurídico para aplicarlos a situaciones específicas, facilitan-
do así la comprensión de los casos concretos a la luz de reglas generales.

Método analítico: se emplea para examinar de manera detallada 
la normativa relacionada con el tema de investigación, especialmente en 
lo referente a los artículos pertinentes, así como para descomponer y es-
tudiar los elementos que integran las definiciones y conceptos jurídicos 
involucrados.

Método comparativo: posibilita la confrontación de las disposi-
ciones del derecho comparado, permitiendo identificar cómo han sido 
incorporadas y desarrolladas en distintos sistemas jurídicos aquellas 
normas vinculadas al objeto de estudio.

La aplicación conjunta de estos métodos ha permitido concluir 
que la regulación del contrato electrónico constituye una necesidad in-
mediata, en atención a la dinámica actual de las relaciones comerciales 
en entornos digitales, con el propósito de lograr una adecuada armoni-
zación de los derechos y obligaciones que surgen del tráfico comercial 
electrónico.





Capítulo 
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Probanza juridico – doctrinal:

Conforme a nuestra hipótesis: “En el Código Civil peruano 
la incorporación del contrato electrónico deberá ser como un 
contrato típico”.

Desde la perspectiva económica, el comercio electrónico se conci-
be como una forma emergente de mercado en la que las transacciones 
de bienes y servicios se realizan mediante el uso de medios electrónicos, 
especialmente a través de Internet. Esta modalidad constituye una am-
pliación del comercio tradicional, al reducir de manera significativa las 
barreras geográficas y temporales, lo que facilita un intercambio eco-
nómico continuo. Su estructura descentralizada y su alcance global han 
dado lugar a nuevas dinámicas en la oferta y la demanda, además de 
permitir el acceso a mercados que anteriormente resultaban inaccesi-
bles tanto para proveedores como para consumidores (Santamaría-Men-
doza et al., 2024).

Dicho esto, considerando las características principales del comer-
cio electrónico entre las cuales destacamos: a) Transacción de bienes y/o 
servicios, b) Utilización de medios electrónicos, c) Reducción de costes 
de transacción; y, d) Apertura de un nuevo mercado - “el mercado Vir-
tual”.

En el comercio electrónico, intervienen dos o más sujetos, los cua-
les se dividen en: a) Empresario (business), b) consumidores (consumer) 
y c) administración (goverment). Esta clasificación, nos servirá de base 
al hablar de los tipos de comercio electrónico, ya que ésta, se determina 
mediante la interacción de estos sujetos entre sí (Nieto, 2016).

Existen múltiples criterios de clasificación del comercio electróni-
co, pero para nuestro estudio tomaremos a tres de los más usuales:



| 90 |CAPÍTULO  | 4 |

A.	 El comercio electrónico según la participación de los sujetos 
o agentes económicos que intervienen: i) Comercio entre em-
presas: (b2b), ii) Comercio entre empresa y consumidor (b2c), 
iii) Comercio entre las empresas y la administración (b2a), iv) 
Comercio entre consumidores (c2c); y, v) Comercio entre admi-
nistración y consumidor (a2c).

B.	 El comercio electrónico en función al medio utilizado, entre 
los cuales tenemos: i) Comercio electrónico directo o comercio 
electrónico on-line; y, ii) Comercio electrónico Indirecto o co-
mercio electrónico off-line.

C.	 El comercio electrónico atendiendo al entorno tecnológico en 
que se desenvuelve la actividad comercial: i) Comercio electró-
nico abierto; y, ii) Comercio electrónico cerrado. 

El Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) informó 
que, en el Perú, durante el cuarto trimestre de 2024, el acceso a Internet 
alcanzó al 58,4% de los hogares a nivel nacional, lo que representa un 
incremento de 2,4 puntos porcentuales respecto al mismo periodo del 
año previo. Asimismo, de acuerdo con la Encuesta Nacional de Hogares 
(ENAHO), el 91,5% de las personas de seis años a más hace uso diario 
de Internet. Del mismo modo, se evidenció que el 95,1% de los hogares 
cuenta con al menos un integrante que dispone de teléfono celular (Pla-
taforma del Estado Peruano, 2025).

El teléfono inteligente se ha consolidado como un recurso esen-
cial para la población, al brindar múltiples funcionalidades de manera 
inmediata, lo que explica el sostenido incremento de su presencia en los 
hogares. De acuerdo con la Encuesta Residencial de Servicios de Tele-
comunicaciones (ERESTEL), elaborada por el Organismo Supervisor de 
Inversión Privada en Telecomunicaciones (OSIPTEL), en los últimos cinco 
años la tenencia de estos dispositivos en los hogares peruanos se elevó 
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del 78 % en 2019 al 92,8 % en 2023, lo que supone un crecimiento de 14,8 
puntos porcentuales. En términos absolutos, ello equivale a 9 779 068 
hogares que disponen de este tipo de equipo (Osiptel, 2024).

Entre las principales normas aplicables, destaca el “Marco Nor-
mativo para el Desarrollo de la Sociedad de la Información en el Perú”, 
incorporado en la Agenda Digital Peruana 2.0; la Ley N.º 27269, Ley de 
Firmas y Certificados Digitales, que permite verificar la identidad del fir-
mante y asegurar la autenticidad y validez de los documentos electróni-
cos (Matute et al., 2012); y la Ley N.º 29571, Código de Protección y Defen-
sa del Consumidor, orientada a proteger a los usuarios frente a prácticas 
como el envío masivo de comunicaciones comerciales no solicitadas, en 
concordancia con la iniciativa “Gracias No Insista” promovida por el Ins-
tituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (Matute et al., 2012).

El contrato electrónico puede entenderse como un acuerdo de 
voluntades celebrado mediante medios electrónicos, del cual surgen 
la creación o transmisión de derechos y obligaciones. En ese sentido, 
se configura como una modalidad dentro del género de los convenios, 
los cuales, en términos amplios, pueden dar lugar a la creación, trans-
misión, modificación o extinción de relaciones jurídicas. Antes de abor-
dar específicamente el contrato electrónico, resulta pertinente revisar 
las principales construcciones doctrinarias sobre el contrato en general, 
especialmente aquellas que posteriormente servirán como base para su 
aplicación al tema en cuestión.

Siendo ello así, el consentimiento es uno de los elementos de exis-
tencia del acto jurídico, y es éste precisamente el primero de los ele-
mentos esenciales que dan vida al contrato, mismo que por definición 
comprende el acuerdo de dos o más voluntades para crear o transferir 
derechos y obligaciones
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Nuestra legislación no regula de manera amplia lo relativo a la con-
tratación electrónica, la cual actualmente está teniendo especial rele-
vancia dada la cotidianidad que tiene la utilización y manipulación de 
los medios electrónicos por el desarrollo y comodidad que representa en 
nuestra vida, por lo que es razón suficiente para establecer desde ahora 
que se debe regular de manera más amplia todo lo relacionado con el 
contrato electrónico, especialmente lo concerniente al consentimiento, 
ya que es deficiente la regulación actual.

Se sostiene que el consentimiento no es otra cosa que la manifes-
tación externa de la voluntad humana, la cual puede expresarse a través 
de múltiples medios, como gestos, palabras, escritos o herramientas tec-
nológicas como el fax o el correo electrónico. En este sentido, no puede 
hablarse propiamente de un “consentimiento electrónico”, sino más bien 
de una forma electrónica de expresar el consentimiento, pues admitir 
lo contrario implicaría atribuir voluntad a los medios tecnológicos, des-
conociendo que esta es una cualidad propia y exclusiva del ser humano, 
que lo distingue de las máquinas y de otros seres vivos (Moreno, 2017).

Se plantea que el consentimiento debe entenderse como la exte-
riorización de la voluntad humana, la cual puede manifestarse mediante 
diversos medios, ya sean gestuales, verbales, escritos o a través de he-
rramientas tecnológicas como el fax o el correo electrónico. Bajo esta 
perspectiva, no resulta correcto hablar de un “consentimiento electró-
nico”, sino únicamente de una modalidad electrónica de manifestar el 
consentimiento, ya que sostener lo contrario implicaría atribuir voluntad 
a los medios tecnológicos, desconociendo que esta es una facultad ex-
clusiva del ser humano que lo diferencia de las máquinas y otros seres 
vivos (Pineda, 2008).

En rigor, la normativa vigente no aborda de manera precisa los as-
pectos fundamentales relativos a la formación del consentimiento en la 
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contratación electrónica, tales como el momento, el lugar y la forma en 
que este se perfecciona, lo que genera interrogantes sobre cuándo se 
produce la coincidencia de voluntades y si este tipo de contratos debe 
considerarse celebrado entre ausentes. En este contexto, debe tenerse 
en cuenta que la existencia del acuerdo exige una manifestación de vo-
luntad clara e inequívoca, requisito que no siempre se cumple en el ám-
bito digital, especialmente cuando el consentimiento no se produce de 
manera inmediata.

Como bien dice Elías (2010): 

La contratación electrónica pues, se nos presenta como nue-
va modalidad de consentimiento y forma del contrato. En los 
actos de comercio y en la formación de los mismos. Por ello, 
debe aseverarse el acierto normativo de integración de la dis-
ciplina de los contratos electrónicos en la teoría general del 
contrato.

De acuerdo con la legislación vigente, el consentimiento en el con-
trato electrónico se exterioriza de manera expresa; sin embargo, surge 
la interrogante respecto de la forma que este adopta. No resulta posi-
ble sostener que se trate de una forma escrita, en la medida en que no 
siempre existe un documento que permita acreditar fehacientemente la 
manifestación de voluntad emitida a través de medios electrónicos.

En base a lo mencionado anteriormente, el comercio electrónico 
ha adquirido una relevancia progresiva en el desarrollo de las relaciones 
económicas contemporáneas, ya que se ha construido como un espacio 
en el que se materializan intercambios de bienes y servicios mediante el 
uso de medios digitales. Su expansión ha permitido superar limitaciones 
tradicionales vinculadas al tiempo y al espacio, generando un entorno 
de contratación más dinámico, flexible y de alcance global. Es así que la 
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contratación electrónica no solo responde a una evolución tecnológica, 
sino también a una transformación estructural de la forma en que los 
sujetos interactúan jurídicamente en el mercado.

Desde una perspectiva jurídico-doctrinal, este fenómeno exige 
una respuesta adecuada del ordenamiento jurídico, ya que las catego-
rías contractuales clásicas resultan insuficientes para poder abarcar las 
particularidades de la contratación digital. La doctrina ha reconocido 
que el contrato electrónico constituye una manifestación del consenti-
miento a través de medios electrónicos, del cual se dan efectos jurídicos 
equivalentes a los contratos tradicionales. Sin embargo, su configura-
ción presenta elementos específicos relacionados con la forma de expre-
sión de la voluntad, la identificación de las partes y la seguridad de la 
información, lo que pone en evidencia la necesidad de un tratamiento 
normativo más preciso.

En el caso peruano, la incorporación del contrato electrónico den-
tro del Código Civil como un contrato típico se presenta como una al-
ternativa relacionada a la evolución del tráfico jurídico. Su tipificación 
permitiría otorgarle mayor certeza normativa, pudiendo reducir la incer-
tidumbre interpretativa y fortaleciendo la seguridad jurídica de las par-
tes intervinientes. Asimismo, contribuiría a uniformizar criterios sobre 
su formación, validez y eficacia, especialmente en lo referido al consen-
timiento, la prueba y los mecanismos de autenticación.

Siendo entonces, que al incorporar el comercio electrónico dentro 
del Código Civil se genera una importancia decisiva en términos de se-
guridad jurídica y protección de las partes, en la medida en que permite 
tener un marco normativo más claro y previsible a las relaciones contrac-
tuales celebradas mediante medios digitales. Ya que se pueden estable-
cer reglas expresas sobre la formación, validez y eficacia de los contratos 
electrónicos, se reduce significativamente la incertidumbre respecto a la 
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identificación de los sujetos, la integridad de la declaración de voluntad 
y la prueba del consentimiento. De este modo, la tipificación contribuye 
a fortalecer la confianza en las transacciones electrónicas, garantizando 
un equilibrio entre la innovación tecnológica y la tutela efectiva de los 
derechos de los contratantes frente a posibles riesgos o controversias.

Finalmente, desde la probanza jurídico-doctrinal, se logra sostener 
que la tipificación del contrato electrónico no solo responde a una nece-
sidad teórica de sistematización, sino también a una exigencia práctica 
derivada de su uso masivo en la realidad económica. En ese sentido, su 
incorporación expresa en el Código Civil peruano como contrato típico 
permitiría consolidar su reconocimiento jurídico, que garantice un mar-
co regulatorio más acorde a las exigencias del comercio electrónico y con 
la dinámica actual de las relaciones contractuales.

Es por ello que se sostiene la necesidad de incorporar de manera 
expresa el contrato electrónico en la legislación nacional, ya que en la 
actualidad la mayoría de actividades cotidianas se vinculan, directa o 
indirectamente, con la celebración de actos jurídicos mediante medios 
electrónicos. Esta realidad evidencia la insuficiencia de los marcos nor-
mativos tradicionales para regular de manera adecuada estas nuevas 
formas de contratación, lo que hace indispensable contar con una regu-
lación específica, coherente y actualizada que brinde seguridad jurídica 
y responda a las exigencias del entorno digital.

Conclusiones

A partir del análisis desarrollado, se advierte que incorporar el con-
trato electrónico en el Código Civil peruano como una categoría típica no 
solo es viable, sino necesario, pues responde a una práctica contractual 
que ya forma parte del tráfico jurídico cotidiano. Su reconocimiento ex-
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preso permitiría dotarlo de un marco normativo más ordenado, dismi-
nuir las dudas interpretativas y aportar mayor seguridad jurídica en su 
aplicación.

En cuanto a las razones que sustentan su tipicidad, se observa que 
el contrato electrónico cuenta con características propias que justifican 
su tratamiento como una categoría contractual diferenciada. Su uso ex-
tendido, su impacto en las relaciones económicas actuales y la necesidad 
de precisar reglas claras sobre su formación, validez y eficacia eviden-
cian la conveniencia de integrarlo de manera expresa en el sistema civil 
peruano.

Respecto a sus ventajas y limitaciones, se reconoce que el contrato 
electrónico facilita las transacciones al hacerlas más rápidas, menos cos-
tosas y accesibles, además de permitir un alcance global. Sin embargo, 
estos beneficios conviven con ciertos riesgos, especialmente en lo rela-
tivo a la seguridad jurídica, la correcta identificación de las partes, la in-
tegridad de la información y la posibilidad de fraudes o manipulaciones 
en el entorno digital.

Finalmente, en relación con sus efectos jurídicos en el Perú, se 
constata que la falta de una regulación específica genera incertidumbre 
al momento de aplicar las normas generales de contratación, en particu-
lar en aspectos como el consentimiento, la prueba y la ejecución del con-
trato. En este contexto, su incorporación en el Código Civil contribuiría a 
unificar criterios, fortalecer la protección de las partes y otorgar mayor 
previsibilidad a las consecuencias jurídicas derivadas de su celebración.

Recomendaciones

Proponer la incorporación expresa del contrato electrónico en el 
Código Civil peruano como una categoría típica, a través de una reforma 
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que ordene y sistematice su regulación. Con ello se busca contar con un 
marco jurídico claro y acorde con la realidad actual, que aporte seguri-
dad jurídica, fortalezca la confianza en las transacciones digitales y ase-
gure una adecuada protección de las partes involucradas.

Reforzar la seguridad jurídica en la contratación electrónica me-
diante la previsión de reglas más específicas sobre la formación del con-
sentimiento, la validez del acto y sus efectos. Una regulación más precisa 
en estos aspectos permitiría reducir la incertidumbre existente y facili-
tar el cumplimiento efectivo de los derechos y obligaciones que surgen 
de este tipo de contratos.

Fortalecer la intervención del Estado en la protección tanto de 
consumidores como de proveedores dentro del comercio electrónico, 
procurando mantener un equilibrio razonable en la relación contractual. 
Esto supone incorporar mecanismos que contribuyan a prevenir prácti-
cas abusivas, fraudes o situaciones de desventaja informativa entre las 
partes.

Impulsar el uso de herramientas tecnológicas orientadas a la au-
tenticación y verificación de identidad en la contratación electrónica, 
como las firmas digitales certificadas y otros sistemas de validación se-
gura. La adopción de estas medidas favorecería la identificación de los 
contratantes y garantizaría la integridad y autenticidad de las manifes-
taciones de voluntad emitidas en entornos digitales. 
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